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Evolución histórica de la jurisdicción de cuentas 
1.1. NATURALEZA JURÍDICA DELTRIBUNAL DE CUENTAS

El Tribunal de Cuentas fue creado a través de la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, como un Tribunal que no administra Justicia de manera ordinaria como lo hace el Órgano Judicial, tampoco es un Tribunal administrativo como los que administran Justicia correccional o policiva o eminentemente administrativos  como el nuevo Tribunal Tributario o el Tribunal de Contrataciones Públicas. 

Es un Tribunal con Jurisdicción permanente en todo el territorio nacional, para juzgar la responsabilidad patrimonial  de los empleados y agentes en el  manejo de los fondos y bienes públicos, derivados de las supuestas irregularidades, contenidas en los reparos formulados por la Contraloría General de la República.

Es una Jurisdicción especial sui generis, y no se apega en su organización, estructura, funciones a otros Tribunales  a nivel internacional como el Tribunal de Cuentas Europeo, Tribunal de Cuentas  de España, Cámara de Cuentas de República Dominicana, Corte de Cuentas de El Salvador, Tribunal Superior de Cuentas de Honduras, Tribunal de Cuentas de Brasil.

Nuestro Tribunal de Cuentas no forma parte de ninguno  de los tres órganos de Estado, es totalmente independiente en los aspectos administrativos, presupuestarios y funcionales.

A diferencia de otros Tribunales de Cuentas no ejerce control fiscalizador porque esta es una función exclusiva  por disposición Constitucional de la Contraloría General de la República.

Sus resoluciones son recurribles ante el propio Tribunal a través del recurso de reconsideración y  posterior se haya emitido una resolución de reparos y la resolución que decida la causa de Cargos o de Descargos. 

Las resoluciones de reparo, cargo y descargo podrán ser demandadas ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, mediante la acción contencioso- administrativa que corresponda.  Esto obedece a que las decisiones que adoptan los agentes de manejo o servidores en materia de administración de las finanzas del patrimonio estatal o de los bienes o fondos públicos son actos de naturaleza  meramente administrativa.

En resumen, su naturaleza jurídica es jurisdiccional especial ya que solo se ocupa del juzgamiento de los agentes y empleados de manejo que administran el patrimonio del Estado, de competencia privativa, independiente de los tres órganos del Estado e igualmente independiente en los aspectos administrativos, presupuestarios y funcionales, que no ejerce control fiscalizador , las resoluciones que dicta son recurribles   ante el propio Tribunal, es cuerpo colegiado, sus fallos hacen tránsito a cosa juzgada, la responsabilidad patrimonial que declara es totalmente distinta a la responsabilidad penal que ventila el Órgano Judicial o la responsabilidad administrativa que dirime la institución correspondiente, salvaguarda la Hacienda Pública y lucha contra la corrupción, 

Su actividad juzgadora se deriva de las objeciones o reparos formulados en las auditorías de la Contraloría General de la República a través sus informes de auditoría especial que contengan las presuntas irregularidades en el manejo de fondos y bienes públicos que constituyan una posible lesión patrimonial, cuya investigación recae en la figura del Fiscal de Cuentas y que a la postre le corresponde decidir al Tribunal.

1.2. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS
Para una mejor orientación y comprensión del tema,  es de vital importancia hacer un pequeño recorrido por las diversas leyes que han regulado la materia patrimonial en nuestro país desde los inicios de nuestra República, hasta llegar a las normas de derecho positivo que rigen la jurisdicción patrimonial en la actualidad.
· Ley 56 de 25 de mayo de 1904
Organizó el Tribunal de Cuentas de aquella época, el cual estaba integrado en tres jueces especialistas en contabilidad.

El Juicio de Cuentas debía fenecer en dos instancias, las cuentas mensuales o anuales de los empleados o particulares de manejo.

La decisión de segunda instancia podía apelarse ante la Corte Suprema de Justicia.

Tenía competencia para examinar o fenecer las Cuentas de: 

1. Los responsables del Erario Nacional.

2. Los empleados o los individuos particulares que por cualquier motivo recaudaren o manejaren fondos, rentas o caudales de la Nación.

3. Las empresas a las cuales se les hubiere garantizado el pago de un interés sobre el capital intermedio, de un auxilio o de una subvención del Tesoro de la República, mientras no caducare este pago o la garantía.

4. Esclarecía la verdad al ramo de bienes desamortizados y conocer con exactitud si existían aún bienes de esta clase en el territorio nacional, cuáles eran estos bienes, la renta que producían y los que de estas estaban ocultos o habían pasado a poder de terceros sin el cumplimiento de las formalidades legales.

· Ley 7 de 3 de octubre de 1912
Adicionó un cuarto Juez cuya selección era facultad de la Asamblea Nacional.
· El Código Fiscal (Ley 2ª de 22 de agosto de 1916)

Revalido el Tribunal de Cuentas y le estableció funciones.

Integrado por tres Jueces, elegidos por la Asamblea Nacional dos terceras partes de sus miembros.

· Ley 33 de 14 de febrero de 1917

Esta ley, sobre reformas fiscales, suplantó el Tribunal de Cuentas colegiado por un Tribunal de Cuentas Unitario, regido por el Juez de Cuentas, a quien nombraba la Asamblea Nacional. 

· Ley 30 de 30 de diciembre de 1918

Ley de reformas fiscales, que instaló el Agente Fiscal, subordinado del Presidente de la República, con funciones de alta inspección del sistema de contabilidad y en facultades para intervenir en todas las cuentas, propicio la desaparición del Juez de Cuentas, ya que se estimó que el sistema de contabilidad era eficiente, tornando sus servicios innecesarios adscribiendo sus asuntos al mencionado Agente Fiscal.

· Ley 32 de 1984 (Orgánica de la Contraloría General de la República)
El Tribunal de Cuentas resurgió con esta ley en desarrollo de la Constitución de 1972 Artículo 276 numeral 3.

Aunque nunca operó en la práctica y se extinguió en los primeros meses de 1990.

Desarrollado dentro del ámbito de la Contraloría General de la República, su objetivo era el de Juzgar las Cuentas de los empleados y los Agentes de manejo cuando surgieran reparos o a consecuencia de investigaciones de la Contraloría General.

Tenía una primera instancia ejercido por un Juzgado de Cuentas, cuyo titular será el Juez de Cuentas.

La segunda instancia concernía al Tribunal de Cuentas con Jurisdicción en todo el Territorio de la República, regentado por el Magistrado de Cuentas, el Director de Contabilidad de la Contraloría General y por uno de los abogados de la Dirección de Asesoría legal de dicha Contraloría.

La defensa de los intereses públicos en el juicio de cuentas la haría en las dos instancias el Fiscal de Cuentas.

El Magistrado de  Cuentas, el Juez de Cuentas y el Fiscal de Cuentas, Servidores Públicos de la Contraloría, serían nombrados por el Contralor General de la República.

El juicio tenía por objeto evaluar la gestión de manejo, conforme a un criterio jurídico contable y decidir lo relativo a la responsabilidad patrimonial del respectivo agente o funcionario frente al Estado.

Las decisiones del Juzgado de cuentas y del Tribunal de Cuentas; para todos los efectos procesales y legales se concebían pronunciadas por un Tribunal Judicial y asumieran carácter jurisdiccional.

Las resoluciones de segunda instancia serían recurribles ante la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia mediante Recurso Extraordinario de Casación.

· Decreto de Gabinete N°36 de 10 de febrero de 1990
Decreto mediante el cual se creó dentro de la Contraloría General de la República la Dirección de Responsabilidad Patrimonial y se adoptó su procedimiento.

Mediante Decreto N° 65 de 23 de marzo de 1990, se dicta el Reglamento de Determinación de Responsabilidades, que reglamentaba la normativa desarrollada a través por el Decreto N°36 de 10 de febrero de 1990.

· Ley 67 de 14 de noviembre de 2008
Que desarrolla la Jurisdicción de Cuentas y reforma la Ley 32 de 1984, Orgánica de la Contraloría General de la República, ley que regula el proceso de cuentas en nuestro país actualmente. 

1.3. ATRIBUTOS DEL TRIBUNAL DE CUENTAS DE PANAMÁ
Después de veinte años de experiencias con la Dirección de Responsabilidad Patrimonial, la reforma constitucional promulgada en el 2004 instauró la nueva Jurisdicción de Cuentas, para conocer las causas contra los empleados y agentes de manejo. 

1.4. CARACTERÍSTICAS
Del contenido de la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, que desarrolla la Jurisdicción de Cuentas, hemos procedido a extraer las principales características del proceso patrimonial en Panamá, las cuales son:

· Es una institución de carácter público
El Tribunal de Cuentas es una institución de carácter público que juzga la responsabilidad patrimonial derivada de las supuestas irregularidades, contenidas en los reparos formulados por  la Contraloría General de la República a las cuentas de los empleados y agente en el manejo de los fondos y los bienes públicos. 

· Tiene rango constitucional
Tiene rango constitucional tal como está establecido en la Carta Magna en el Título IX La Hacienda Pública, Capítulo 4°, Artículo 281 que establece la Jurisdicción de Cuentas con competencia y jurisdicción nacional, para juzgar las cuentas de los agentes y empleados de manejo, cuando surjan reparos de estas por razón de supuestas irregularidades.
· Es jurisdiccional
Tiene la facultad para juzgar la responsabilidad patrimonial derivada de las supuestas irregularidades, contenidas en los reparos formulados por  la Contraloría General de la República a las cuentas de los empleados y agentes en el manejo de los fondos y los bienes públicos.  

· De competencia privativa
Es el único Tribunal a nivel nacional que puede juzgar la responsabilidad patrimonial derivada de las supuestas irregularidades, contenidas en los reparos formulados por  la Contraloría General de la República a las cuentas de los empleados y agentes en el manejo de los fondos y los bienes públicos.  
· Independiente de los Tres Órganos del Estado
El Tribunal de Cuentas es independiente de los órganos Legislativo, Ejecutivo y Judicial, lo que le permite juzgar con total independencia e imparcialidad  la responsabilidad patrimonial de los empleados y agentes de manejo de los fondos y bienes públicos. 

· Independiente en los aspectos administrativos, presupuestarios y funcionales.
Es independiente en lo funcional, en lo administrativo  y en lo presupuestario, conforme lo establece el artículo 5 de la Ley que lo instituye, lo que de igual forma contribuye a juzgar y fallar, con entera libertad e imparcialidad a los empleados y agentes de manejo de los fondos y bienes públicos.

· No ejerce control fiscalizador
 A diferencia de otros Tribunales  como el Tribunal de Cuentas de España, la Corte de Cuentas de El Salvador, Tribunal Superior  de Cuentas de Honduras, el nuestro no ejerce control fiscalizador, ya que por disposición constitucional esta es una función de la Contraloría General de la República. (Consúltese el artículo 280 de la Constitución Nacional).  

· Las resoluciones que dicta son recurribles ante el mismo Tribunal
Contra las resoluciones que profiere el Tribunal de Cuentas cabe el Recurso de Reconsideración, el cual deberá interponerse dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación y  será decidido por el propio Tribunal.  Si el recurso es interpuesto en contra de la resolución que llama a juicio patrimonial o (Resolución de Reparos), será decidido en un término de quince (15) días hábiles y en un término de  veinte (20) días hábiles, y si el recurso se interpone contra la resolución que decida la causa (Resolución Final). (Consúltese los artículos 60 y 78 de la Ley 67 de 2008).   

· Es colegiado
El Tribunal de Cuentas es colegiado por disposición constitucional, al establecer nuestra Constitución Nacional en su artículo 281, que  el  Tribunal de Cuentas se compondrá de tres Magistrados los cuales serán designados para un período de diez años así: uno por el Órgano Legislativo, otro por el Órgano Ejecutivo y el tercero por la Corte Suprema de Justicia. 
· Sus fallos hacen tránsito a cosa juzgada
Sus fallos una vez en firme hacen tránsito a cosa juzgada (res iudicata), que  impide que una misma cuestión sea juzgada dos veces, por eso ante un segundo proceso, planteado sobre el mismo objeto, permite alegar la excepción de cosa juzgada  y excluir con ello la posibilidad de ser juzgados por segunda vez.

· La responsabilidad patrimonial que declara es totalmente distinta a la responsabilidad penal que ventila el Órgano Judicial o la responsabilidad administrativa que dirime la institución correspondiente. 
La responsabilidad patrimonial por los actos establecidos,  es independiente de la responsabilidad administrativa, penal o disciplinaria que estos conlleven, como ha quedado debidamente establecido en el artículo 4 de la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008.

· Salvaguarda la Hacienda Pública y lucha contra la corrupción
El Tribunal de Cuentas salvaguarda la Hacienda Pública, al juzgar a la responsabilidad patrimonial de los empleados y agentes de manejo de los fondos y bienes públicos. 

 Su actividad juzgadora se deriva de las objeciones o reparos formulados en las auditorías de la Contraloría General de la República o en la rendición de cuentas que se efectúen ante ella
El proceso de cuentas no se inicia de manera oficiosa, ya que para iniciar requiere de las supuestas irregularidades contenidas en los reparos formulados por la Contraloría General de la República a las cuentas de los empleados y los agentes de manejo de los fondos públicos y los bienes públicos.

1.5. CONSTITUCIÓN POLÍTICA
La jurisdicción  de cuentas en nuestro país tiene rango constitucional tal como está establecido en la Carta Magna en el Título IX La Hacienda Pública, Capítulo 4°, Artículo 281 que es del tenor siguiente:

· Artículo 281: Se establece la Jurisdicción de Cuentas con competencia y jurisdicción nacional, para juzgar las cuentas de los agentes y empleados de manejo, cuando surjan reparos de estas por razón de supuestas irregularidades.
· El  Tribunal de Cuentas se compondrá de tres Magistrados los cuales serán designados para un período de diez años así: uno por el Órgano Legislativo, otro por el Órgano Ejecutivo y el tercero por la Corte Suprema de Justicia.

· La Ley determinará la creación y funcionamiento del Tribunal de Cuentas. 

1.6. COVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN – LEY 42 DEL 1 DE JULIO DE 2008
· En virtud  de los acuerdos internacionales que trajo aparejada para la República de Panamá la aprobación La Convención Interamericana contra la Corrupción mediante Ley 42 de 1 de julio de 2008, se cuenta con la institución constitucional denominada Tribunal, que constituye un mecanismo legal disuasivo y sancionatorio cuyo propósito persigue cumplir con los principios éticos y de transparencia que deben prevalecer en la gestión pública.
· El Tribunal de Cuentas es un organismo de control posterior y de carácter jurisdiccional que permite cumplir al Estado con el adecuado juzgamiento de las supuestas irregularidades contenidas en los reparos formulados por la Contraloría General de la República en las cuentas de los empleados y agentes de manejo de los fondos y los gastos públicos.
· Funcionario público", "Oficial Gubernamental" o "Servidor público", es cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos. 

1.7. CÓDIGOS Y LEYES APLICABLES A LA JURISDICCIÓN DE CUENTAS
La Ley 67, entró a regir  la Jurisdicción de Cuentas en nuestro país, desde el 15 de enero de de 2009 y a su vez reformó la Ley 32 de 20 de noviembre de 1984 (Ley Orgánica de la Contraloría General de la República), pero la propia Ley 67 en su artículo 66, establece que las dudas y los vacios del proceso de cuentas se suplirán con las disposiciones de la Ley 38 de 31 de julio de 2000 (Regula el Procedimiento Administrativo en General). De igual forma establece este este mismo artículo, que también se aplicaran supletoriamente  las disposiciones procesales que sean aplicables, según el caso, siempre que sean acordes a la naturaleza del proceso de cuentas, entiéndase por disposiciones procesales aquellas contenidas en el Código Judicial, Código Fiscal, normas y reglamentos, siempre y cuando no contravengan la naturaleza misma del proceso patrimonial. 

1.8. LEY 67 DE 14 DE NOVIEMBRE DE 2008                                                                                    
Que desarrolla  la Jurisdicción de Cuentas y reforma la Ley 32 de 1984, Orgánica de la Contraloría General de la República,  en su artículo 2 establece:  

· Artículo 2: Para los efectos de la presente Ley, se considera empleado de manejo todo servidor público que reciba, recaude, maneje, administre, invierta, custodie, cuide, controle, apruebe, autorice, pague o fiscalice fondos o bienes públicos.

· Para los mismos fines, se considera agente de manejo toda persona natural o jurídica que reciba, recaude, maneje, administre, invierta, custodie, cuide, controle, apruebe, autorice o pague por cualquier causa fondos o bienes públicos. 

1.9. LEY 32 DE 20 DE NOVIEMBRE DE 1984

En este mismo orden de ideas los artículos 17, 18 y 20 de la ley 32 de 20  de noviembre de 1984 establecen que:   
· Artículo 17: Toda persona que reciba, maneje, custodie o administre fondos o bienes públicos, está en la obligación de rendir cuentas a las Contraloría General, en la forma y plazo que ésta, mediante reglamento, determine. Esta obligación alcanza a las personas que administren, por orden de una entidad pública, fondos o bienes pertenecientes a terceros y a los representantes de las sociedades o asociaciones que reciban subsidios de dichas entidades públicas. 
· Para los fines de esta Ley, la condición de empleado de manejo alcanza, además, a todo servidor público o empleado de una empresa estatal facultado por la Ley para contraer obligaciones económicas, ordenar gastos  y extinguir créditos a nombre o en representación de una entidad o dependencia del Estado o empresa estatal.  
· Artículo 18: Rendición de cuentas, para los fines de esta Ley, es el informe rendido por la persona a que se refiere el Artículo anterior, sobre la actuación relacionada con los fondos y bienes que recibe, maneje, custodie o administre, dentro de un período determinado, e incluye el informe financiero correspondiente a la respectiva dependencia estatal. La Contraloría cuando lo estime necesario, podrá solicitar el envío de los comprobantes respectivos.  
· Artículo 20: Cuando la persona, al ser requerida por la Contraloría, no presente el estado de su cuenta con la documentación y valores que la sustentan, se presumirá que existe faltante por el monto correspondiente. 
1.10. LEY 38 DEL 31 DE JULIO DE 2000

Esta Ley, que aprueba el Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Administración, regula el Procedimiento Administrativo General y dicta disposiciones especiales. Es la norma que debe aplicarse de manera supletoria a la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, conforme lo establece expresamente el artículo 66 de esta última, siempre y cuando sus disposiciones sean aplicables a la naturaleza del proceso de cuentas.

Esta Ley en su Libro Primero trata lo referente al Estatuto Orgánico de la Procuraduría de La Administración, cuenta con un Título Único De La Organización y Cinco Capítulos referentes a:  I. Disposiciones Generales II. Funciones III. Organización Administrativa IV. Recurso Humano V. Gestión Financiera y Régimen Patrimonial.

Su Libro Segundo trata lo concerniente al Procedimiento Administrativo General, consta de Quince Títulos que regulan lo siguiente: Título I. De las Disposiciones Generales, Título II. De la Invalidez de los Actos Administrativos, Título III. De la Revocatoria de los Actos Administrativos, Título IV. Del Inicio de los Procesos, Título V. De la Actuación, Título VI. De la Presentación de las Peticiones, Consultas, Denuncias y Quejas.  A su vez este Título VI consta de dos Capítulos  que regulan I. Disposiciones Comunes y  II. Tramitación de las Consultas, Denuncias y Quejas Administrativas. Su Título VII reglamenta las Notificaciones y Citaciones, Título dividido en dos Capítulos I. Notificaciones y II. Citaciones. Un Título VIII que regula los Incidentes, que se divide igualmente en dos Capítulos I. Disposiciones Comunes y II. Impedimentos y Recusaciones, este último Capítulo cuenta con dos Secciones la 1ª referente a los Impedimentos y la 2ª  que ve lo concerniente a las Recusaciones. 

Esta Ley, dedica su Título IX a las Pruebas, un Título X a la Terminación del Proceso y su Título XI a los Recursos. Este Título XI de divide a su vez en los cinco Capítulos a saber I. Disposiciones Comunes II. Recurso de Reconsideración III. Recurso de Apelación IV. Recurso de Hecho V. Recurso de Revisión Administrativa.

El Título XII Regula lo concerniente al Agotamiento de la Vía Administrativa, el Título  XIII. Del Glosario, el Título XIV  De las Disposiciones Finales y el Título XV. que regula las Disposiciones Especiales.   

1.11. CÓDIGO FISCAL
Por su parte el Código Fiscal en sus artículos 10, 1089 y 1090 establece que: 

· Artículo 10: Las personas  que tengan a su cargo la administración de bienes nacionales serán responsables por su valor monetario en casos de pérdidas o de daños causados por negligencia o uso indebido de tales  bienes, aún cuando éstos no hayan estado bajo el cuidado inmediato de la persona responsable al producirse la pérdida o el daño.
· De tal responsabilidad no se eximirán aún cuando aleguen haber actuado por orden superior al disponer de os bienes por cuyo manejo son directamente responsables, pero el empleado superior que haya ordenado la disposición será solidariamente responsable de la pérdida  que la Nación hubiere sufrido a causa. 

· Artículo 1089: Los Empleados  o Agente de Manejo que reciban o paguen o tengan bajo su cuidado, custodia o control, fondos del Tesoro Nacional, rendirán cuentas de conformidad con las reglas que establezca la Contraloría General de la República. 

· Artículo 1090: Todas las personas que tengan a su cuidado, o bajo su custodia o control, fondos del Tesoro Nacional, serán responsables de ellos y de todas las pérdidas que ocurran a causa de su negligencia o uso ilegal de tales fondos.
1.12. DERECHO COMPARADO
Para Julio Ayasta Gonzales el derecho comparado tiene como objeto la confrontación de los sistemas jurídicos de diversos países, para determinar lo que hay de común y diferencial entre ellos y determinar sus causas.

Para Arminjon, Nolde y Wolff el derecho comparado coteja y compara las reglas y las instituciones de los diversos sistemas jurídicos vigentes en el mundo.

En esta sección del presente trabajo, vamos a hacer un breve análisis comparativo entre el Tribunal de Cuentas de Panamá y otros Tribunales, Cámaras y Cortes de Cuentas  que administran justicia patrimonial, y para tal efecto hemos escogido el Tribunal de Cuentas Europeo, el Tribunal de Cuentas de España, la Cámara de Cuentas de República Dominicana,  la Corte de Cuentas de El Salvador, el Tribunal Superior de Cuentas de Honduras y  el Tribunal de Cuentas de Brasil.
· Tribunal de Cuentas Europeo
El Tribunal de Cuentas Europeo, es la oficina pública, cuyo objetivo es garantizar que los contribuyentes obtengan el máximo rendimiento de su dinero.  Entre sus funciones tiene las siguientes: 1. Comprobar que el presupuesto de la Unión Europea se ejecute correctamente, es decir los ingresos y gastos sean legales y claros. 2. Garantiza la sana gestión financiera. 3. Tiene la facultad de investigar la documentación de cualquier persona u organización que gestione ingresos o gastos.
Sólo tiene en  común con nuestro Tribunal de Cuentas que es una oficina de carácter público que administra Justicia, ya que difiere en todo lo demás, debido a que el Tribunal de Cuentas de Panamá, no tiene entre sus funciones la ejecución del presupuesto del Estado, debido a que esa función la realiza el Ministerio de Economía y Finanzas. Tampoco garantiza la gestión financiera, ni  tiene la función de investigar, ya que esta función la ejerce el Fiscal de Cuentas, por lo que, solo se limita a  juzgar a los empleados o agentes de manejo y no a cualquier persona.  

· Tribunal de Cuentas de España
El Tribunal de Cuentas de España, es la oficina pública cuyo objetivo es determinar la responsabilidad contable en la que incurran los que tengan a su cargo el manejo de caudales  o efectos públicos.  Su función es la de administrar Justicia, paralelamente con el ejercicio de una función fiscalizadora.

Tiene en común con el Tribunal de Cuentas de Panamá, que administra Justicia y que también es único en su orden, más sin embardo difiere del nuestro en que ejerce paralelamente una función fiscalizadora que en Panamá, únicamente la ejerce la Contraloría General de la República por mandato constitucional.

· Cámara de Cuentas de República Dominicana
La Cámara de Cuentas de  República Dominicana es la oficina pública se encarga de investigar las denuncias o las sospechas fundamentadas de cuentas ilícitas contra el patrimonio público y juzga la responsabilidad administrativa y civil.

Tiene en común con el Tribunal de Cuentas de Panamá que es una oficina pública, pero difiere en todo lo demás, ya que nuestro Tribunal no investiga ni denuncias o sospechas de cuentas ilícitas, sino que nuestro proceso de cuentas se inicia por los reparos formulados por la contraloría General de la República y quien se encarga de la investigación es el Fiscal de Cuentas, por lo que el Tribunal de Cuentas solo se limita  a  juzgar a los empleados o agentes de manejo por las supuestas irregularidades contenidas en los reparos.

También se diferencia en que el Tribunal de Cuentas de Panamá juzga la responsabilidad patrimonial y no la responsabilidad administrativa correccional o civil, como lo hace la Cámara de Cuentas de República Dominicana.  

· Corte de Cuentas de El Salvador
La  Corte de Cuentas del Salvador, es  el órgano ejecutivo, en lo funcional, administrativo y presupuestario, que está encargada de la fiscalización de la Hacienda Pública en general, la ejecución del presupuesto en particular económica de las declaraciones de responsabilidad administrativa y patrimonial.

El Tribunal de Cuentas de Panamá, a pesar de ser independiente en lo funcional, en lo administrativo  y en lo presupuestario, conforme lo establece el artículo 5 de la Ley que lo instituye, no se encarga de la fiscalización de la Hacienda Pública, que por disposición constitucional de le corresponde a la Contraloría General de la República, como tampoco vela nuestro Tribunal de Cuentas por la ejecución del presupuesto.

· Tribunal Superior de Cuentas de Honduras
El Tribunal Superior de Cuentas de Honduras es la oficina pública que tiene entre otras funciones, la fiscalización a posteriori de los fondos, los bienes y recursos públicos y la determinación del enriquecimiento. Ejercita sus postulados constitucionales y legales.

Al igual que nuestro Tribunal de Cuentas es una institución pública, pero difieren en el que el Tribunal de Cuentas de Panamá no fiscaliza los fondos, bienes y tampoco determina el enriquecimiento, dado a que esta función la ejerce por mandato constitucional la Contraloría General de la República.   

· Tribunal de Cuentas de Brasil
El Tribunal de Cuentas de Brasil es la institución de carácter público, que está integrado por nueve (9) Magistrados envestidos de Jurisdicción propia y privativa para juzgar las cuentas de los administradores y demás responsable de dinero, bienes y valores públicos.

Guarda semejanza con el Tribunal de Cuentas de Panamá, por ser también una institución de carácter público, cuya función es la de administrar Justicia relativa a los que administren dineros, bienes y valores públicos. 

A diferencia del Tribunal de Cuentas de Panamá, el Tribunal de Cuentas de Brasil está integrado por nueve Magistrados en lugar de tres como el nuestro.      

La Fiscalía General de Cuentas y sus atribuciones
1.13. LA FISCALÍA GENERAL DE CUENTAS 
La Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, fue reformada por la Ley 81 de 22 de octubre de 2013, en los artículos 1, 19, 23, 24, 25, 26, 37 y 38 y adiciona los artículos 25-A y 76-A a la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, creando la Fiscalía General de Cuentas con sede en la ciudad de Panamá y funciones en todo el territorio nacional, bajo la responsabilidad de un Fiscal General de Cuentas, el cual es nombrado, al igual que su suplente por el Órgano Ejecutivo y ratificado por la Asamblea Nacional de Diputados, para un período de 10 años, siempre que cumplan con los requisitos que se le requieren a los Magistrados de Cuentas.

En una explicación más detallada, el Fiscal General de Cuentas es el servidor público que instruye la investigación patrimonial de oficio apenas tenga por cualquier medio la noticia que se ha cometido posiblemente una lesión económica al Estado.  Con la nueva reforma de octubre 2013, el Fiscal General de Cuentas también tiene como función solicitar a la Contraloria General de la República cuando se tenga conocimiento por cualquier medio de la comisión de un hecho irregular que afecte el patrimonio del Estado, el examen correspondiente con el fin de determinar la corrección o incorrección de las operaciones en el manejo de los fondos o bienes públicos así como la ampliación o complementación del informe o de la auditoria que fundamento los reparos. 

Siendo una novedad que anteriormente no contemplaba la Ley 67 de 2008 antes de la Reforma legislativa de octubre de 2013. Sin embargo el Fiscal General de Cuentas debe remitir a la Contraloría General de la República el resultado de su investigación a fin de que esta entidad estatal cumpliendo, con la Constitución política de la Republica de Panamá formule o no los reparos contra los investigados de las supuestas irregularidades que afecten fondos o bienes públicos administrados por servidores públicos o agentes de manejo. La Fiscalía General de Cuentas también puede decretar la apertura de una investigación sobre las irregularidades y los posibles investigados cuando la entidad que tiene competencia exclusiva de levantar reparos a través de una Auditoría preliminar que deberá ser remitida al Tribunal de Cuentas para que este a su vez realice la providencia que ordena el traslado a la Fiscalía General de Cuentas, para que válidamente dicte un Auto o diligencia inicial para la búsqueda de los supuestos responsables patrimonialmente. Otro Rol de la Fiscalía General de Cuentas es llevar adelante la acusación pública en el proceso patrimonial que se tramita ante el Tribunal de Cuentas, está última función en esencia permite subrayar la existencia de una entidad de investigación objetiva y autónoma con patrimonio propio y funcional que no depende de la Contraloría General de la República, como si antiguamente carecía de esa independencia para una investigación transparente la extinta Dirección de Responsabilidad Patrimonial de la Contraloría General de la República que inició sus labores en el año 1990.

1.14. REQUISITOS PARA EL NOMBRAMIENTO DEL FISCAL GENERAL DE CUENTAS
En ese sentido, corresponde mencionar los requisitos que se encuentran enmarcados dentro del artículo 7 de la Ley 67 de 2008, y enumerados de la siguiente manera, que debe cumplir el Fiscal de Cuentas para su nombramiento:

1. Ser panameño.

2. Haber cumplido Treinta y cinco años de edad.

3. Hallarse en pleno goce de los derechos civiles y políticos.

4. Ser graduado en Derecho y haber inscrito el título universitario en la oficina que la ley señale.

5.  Haber completado un período de 10 años durante el cual haya ejercido indistintamente la profesión de abogado, cualquier cargo del Órgano Judicial, del Ministerio Público, del Tribunal Electoral, de la Defensoría del Pueblo u otro cargo público cuyo ejercicio requiera título universitario en Derecho, o haber sido profesor de Derecho o investigador jurídico en un establecimiento de enseñanza universitaria.

1.15. PERSONAL DE LA FISCALÍA GENERAL DE CUENTAS
De igual manera y de acuerdo a lo establecido en la Ley 67 de 2008, lo servidores públicos subalternos de la Fiscalía General de Cuentas gozarán de los mismos derechos y prerrogativas, de los servidores públicos del Tribunal de Cuentas.  Dichos cargos son incompatibles con: Toda participación en la política, salvo la emisión del voto en las elecciones, con el ejercicio de la abogacía o del comercio y con cualquier otro cargo retribuido, exceptuando el de profesor para la enseñanza del Derecho en los establecimientos de educación universitaria.

En ese sentido, tenemos pues que para ser funcionario del la Fiscalía de Cuentas se hace necesario tener los valores de imparcialidad e independencia, vocación de servicio y rendición de cuentas, idoneidad técnica, integridad, compromiso con los resultados, vocación de justicia y responsabilidad social.

El  artículo 25-A que se adiciona a la Ley 67 de 2008, le da potestad a la Fiscalia General de Cuentas y a las demás agencias de instrucción de instituir el régimen de carrera para los Servidores Públicos de esa institución.

1.16.  REQUISITOS PARA EL NOMBRAMIENTO DEL SECRETARIO GENERAL
Con respecto al Secretario General de la Fiscalía de Cuentas, la norma establece que será nombrado por el Fiscal de Cuentas y deberá cumplir los mismos requisitos que se exigen para ser Secretario General de la Corte Suprema de Justicia.  El personal subalterno para el funcionamiento de la Fiscalía de Cuentas también será designado por el Fiscal de Cuentas.

El artículo 84 del Código Judicial, establece los siguientes requisitos para ser Secretario General de la Corte Suprema de Justicia.
· Ser panameño.

· Ser graduado en Derecho.

· Haber cumplido 35 años de edad.

· Estar en pleno goce de los derechos civiles y políticos.

· Cumplir con los requisitos necesarios para ejercer el cargo de Magistrado del Tribunal Superior de Distrito Judicial.

El Secretario General de la Fiscalia de Cuentas y los servidores subalternos no certificados en la Carrera de la Fiscalia General de Cuentas podrán ser suspendidos o removidos de su cargo por el Fiscal General de Cuentas de conformidad a lo establecido en el artículo 25 de la Ley 67 de 2008 modificada por Ley 81 de 2013.

1.17. INCOMPATIBILIDADES DE LOS SERVIDORES DE LA FISCALÍA GENERAL DE CUENTAS
El Secretario General y los servidores públicos subalternos de la Fiscalía  General de Cuentas gozarán de los mismos derechos y prerrogativas, además tendrán los mismos deberes, responsabilidades e incompatibilidades de los servidores públicos del Tribunal de Cuentas.  Dichos cargos son incompatibles con:

1. Toda participación en la política, salvo la emisión del voto en las elecciones.

2. Con el ejercicio de la abogacía o del comercio.

3. Con cualquier otro cargo retribuido, exceptuando el de profesor para la enseñanza del Derecho en los establecimientos de educación universitaria.

1.18. FUNCIONES DEL FISCAL GENERAL DE CUENTAS
La Ley 67 de 2008, específicamente en su artículo 26, establece lo siguiente: “Corresponderá al Fiscal de Cuentas el ejercicio de la acción de cuentas para lo cual tendrá las siguientes funciones”:

1. Instruir la investigación patrimonial correspondiente, una vez la Contraloría General de la República formule reparos en las cuentas de los agentes y empleados de manejo o detecte irregularidades que afecten fondos o bienes públicos.

2. Practicar las pruebas y las diligencias que sean necesarias para comprobar o esclarecer los hechos contenidos en los reparos de las cuentas o en las investigaciones que haya realizado la Contraloría General de la República sobre irregularidades que perjudiquen fondos o bienes públicos.

3. Solicitar a la Contraloría General de la República, cuando sea necesario, la ampliación o la complementación del examen, del informe o de la auditoría que fundamentó los reparos.* modificada por la Ley 81 de 2013
4. Remitir al Tribunal de Cuentas, luego de concluida la investigación patrimonial, una Vista Fiscal en la cual explique razonadamente los motivos de hecho y de Derecho que justifiquen la medida procesal que recomiende.

5. Ejercer la acusación pública en la etapa plenaria del proceso patrimonial que se surta ante el Tribunal de Cuentas.

6. Asegurar que en la investigación se cumpla con la garantía del debido proceso de cuentas.

7. Promover las acciones cautelares ante el Tribunal de Cuentas.

8. Promover las acciones o los recursos constitucionales o legales que sean procedentes de acuerdo con la Ley.

9. Dar aviso al Ministerio Público, si no lo ha hecho antes la Contraloría General de la República, de la posible comisión de delitos por el empleado o el agente de manejo, cuyas cuentas fueron objeto de reparos por parte de la Contraloría General de la República, o por cualquier persona o servidor público en o contra de los fondos o bienes públicos.

*El artículo 38 de la Ley 67 de 2008, modificada por la Ley 81 de 2013, establece que el Fiscal General de Cuentas mediante resolución motivada, teniendo como presupuesto la existencia de un hecho irregular que cause afectación al patrimonio del Estado y la probable vinculación a este de los empleados o los agentes de manejo, los servidores, los ex servidores públicos, los particulares o los representantes legales y directivos de las sociedades anónimas y las personas jurídicas posiblemente involucrados los citara para que rindan una declaración, sin apremio no juramento, sobre los hechos investigados, para que proporciones los elementos de juicio o los documentos  que estimen convenientes o aduzcan testimonio para esclarecer tales hechos.
1.19. TÉRMINOS ESTABLECIDOS PARA LA INVESTIGACIÓN DE CUENTAS
En un término de cuatro (4) meses contado a partir de la fecha del inicio de la investigación, o de seis (6) meses si hay varios involucrados, el Fiscal de Cuentas remitirá al Tribunal de Cuentas el expediente con su Vista Fiscal. (Art. 45).
En caso de que la investigación no sea concluida en el periodo indicado, el expediente debe ser remitido al Tribunal de Cuentas, con el fin de que este decida sobre la necesidad de autorizar un término adicional, el cual no será mayor de dos (2) meses, para que sea culminada la misma para luego remitirla al Tribunal de Cuentas con la respectiva Vista Fiscal.
1.20. CARÁCTER RESERVADO DE LA INVESTIGACIÓN DE CUENTAS
La investigación que realiza el Fiscal de Cuentas y la Vista Fiscal tiene carácter reservado y solamente tendrán acceso a ellas las siguientes personas de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 67 de 2008:

· Las personas investigadas.
· Los apoderados judiciales o los pasantes autorizados por estos.
· Los funcionarios de la Contraloría General de la República.
· Los funcionarios del Ministerio Público o del Órgano Judicial por razón de su cargo.
· Los abogados en ejercicio.
· Los estudiantes de Derecho.
· Las personas autorizadas por el Fiscal o por Secretario General con fines de docencia.
1.21. LA VISTA FISCAL PATRIMONIAL
De acuerdo a lo contemplado en la Ley de Cuentas, la Vista Fiscal debe contar con los siguientes puntos:

1. La descripción clara y precisa de los hechos y de las circunstancias que dieron origen a la investigación de cuentas, con indicación de las fechas que comprende, la dependencia o el lugar en donde ocurrieron y la infracción presuntamente cometida, y con la exposición y cuantificación concreta de la lesión patrimonial causada al Estado.
2. Las diligencias y pruebas practicadas para determinar la veracidad de los hechos y las circunstancias investigadas.
3. La identificación completa con los nombres, los apellidos, el número de cédula de identidad personal y demás generales de las personas a quienes se les pueda exigir responsabilidad patrimonial, así como los cargos que desempeñan o hayan desempeñado en la entidad correspondiente, o su condición de persona natural o jurídica.
4. En el caso de que sea persona jurídica, deben aparecer todos los datos que permitan identificarla claramente, incluyendo su nombre o razón social, su domicilio y el nombre y el apellido de su representante legal y de sus directivos.
5. La responsabilidad y el grado de esta que corresponde a la persona o a las personas involucradas.
6. Los fundamentos de Derecho que justifican la medida procesal recomendada.
El Fiscal General de Cuentas con base en el caudal probatorio podrá solicitar en su Vista Fiscal al Tribunal de Cuentas lo siguiente:

· Que se llame  al investigado o a los investigados a responder por la lesión patrimonial imputada.
· Solicitar el cierre y archivo de la investigación o,
· El cese el procedimiento contra cualquiera de las personas investigadas cuando hubiera motivo para ello. (Art.48).
2.10. ACUERDO DEL FISCAL GENERAL DE CUENTAS Y LAS PARTES
De los acuerdos entre el Fiscal General de Cuentas y los investigados:

· El Proceso de Cuentas puede terminar con el Acuerdo que logre el Fiscal el Fiscal General de Cuentas con la persona investigada, siempre que esta restituya el monto de la lesión patrimonial.
· (Los Acuerdos requieren de la aprobación del Tribunal de Cuentas).
· Los efectos de los Acuerdos aprobados darán lugar al cierre del Proceso de Cuentas, es decir extinguen la acción de Cuentas que es privativa del Fiscal General de Cuentas y sus agencias de instrucción.
2.11. REMOCIÓN DEL FISCAL GENERAL DE CUENTAS

La Ley 67 de 2008, fue reformada mediante Ley 81 de 2013, que establece que al Fiscal General de Cuentas se le aplican los cánones de conducta previstos para los Magistrados del Tribunal de Cuentas, es decir únicamente podrá ser suspendido o removido de su cargo por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia por faltas o delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones.   
Las medidas cautelares en el proceso de cuentas y monto de lesión patrimonial 
3.1. LAS MEDIDAS CAUTELARES 

CONCEPTO: Los mecanismos que el Estado utiliza para evitar que las decisiones que adopta el Órgano Jurisdiccional no sea ilusorios.

Las medidas cautelares tienen como objeto evitar que la persona transponga, enajene, oculte o disipe los bienes muebles o inmuebles que posea.
El Tribunal de Cuentas decretará medidas cautelares a petición del Fiscal de Cuentas durante la etapa de investigación o de oficio durante la etapa intermediaria o plenaria.  (Art. 27).
En lo que resulte aplicable rige el Libro II del Código Judicial, en cuanto a los principios, las formalidades, las sustituciones o el levantamiento.  (Art. 32).
Las Medidas Cautelares pueden decretarse:
· Sobre todo o parte del patrimonio del investigado o procesado.
· Sobre los bienes que aunque no figuren como parte del patrimonio del investigado o procesado, existan indicios de los cuales se deduzca que tales bienes  provienen directa e indirectamente de bienes, fondos o valores sustraídos indebidamente del Patrimonio del Estado (Art. 27).
· Una vez dictadas las medidas cautelares, se comunican a las entidades bancarias, tesorerías municipales, Registro Único Vehicular y Registro Público, para que las hagan efectivas, poniendo los bienes fuera del comercio. 

3.2. BIENES CAUTELADOS

Son aquellos bienes propiedad de los empleados y agentes de manejos involucrados en un proceso de cuentas que el Tribunal le ha dictado resolución de reparos y ha ordenado medidas cautelares sobre su patrimonio y que las entidades oficiadas han puesto fuera de comercio a disposición del Tribunal de Cuentas.

Bienes de terceros que a través de juicio de valoración iniciaría se deduzca que provienen directa o indirectamente de los bienes o fondos públicos indebidamente apropiados.

De conformidad con lo dispuesto por el Artículo N°32 de la Ley N°67 de 14 de noviembre de 2008 que crea el Tribunal de Cuentas, las medidas cautelares o precautorias en el proceso de responsabilidad patrimonial se seguirán las reglas que señala el Libro II, Titulo II, del Código Judicial, en cuanto a los principios, formalidades, sustituciones y levantamiento en materia de medidas cautelares dentro del proceso.

Señala el Artículo 27 de la Ley N°67, que el Tribunal de Cuentas, está facultado para adoptar, en cualquier tiempo o cuando a su juicio hubiere motivos para temer que se hagan ilusorias las pretensiones del Estado, las medidas precautorias que estime conveniente sobre todo o parte del patrimonio del sujeto llamada a responder patrimonialmente.   Pero, esta facultad no solo recae sobre los bienes del sujeto llamado a responder patrimonialmente sino sobre todos aquellos bienes que aunque no figuren como parte del patrimonio del mismo, respecto de ellos existan indicios de los cuales se deduzcan que los mismos provienen directa o indirectamente de bienes o valores indebidamente sustraídos del patrimonio del Estado.

En cuanto al tipo de medida cautelar que adopta el Tribunal de Cuentas en el ejercicio de su facultad, puede mencionarse que prácticamente el secuestro es la medida cautelar o precautoria que dicta en el desarrollo del proceso de cuenta.   Sin embargo, ello no significa que en el ejercicio de sus facultades o atribuciones el Tribunal no pueda adoptar otro tipo de medidas cautelares consagradas por nuestra legislación, con el objeto de asegurar el resarcimiento por parte del Estado de los bienes sustraídos de forma irregular de su patrimonio.

En los referentes a las reglas aplicables a las medidas precautorias o cautelares dictadas por el Tribunal de Cuentas, ya se ha señalado que las mismas se rigen por las disposiciones contenidas en el Libro II, Titulo II, del Código Judicial, con las limitaciones y salvedades que resulten aplicables.

Tenemos así, que en materia de jurisdicción de cuentas pueden aplicarse las siguientes reglas, las cuales establece el Código Judicial en su Artículo 521, al establecer las normas generales por las que deben regirse las medidas cautelares:

1. Las medidas precautorias o cautelares dictadas por el Tribunal de Cuentas se tramitarán inoida parte; esto es, sin conocimiento del sujeto llamado a responder patrimonialmente y en cuaderno separado que forma parte del expediente principal.  Artículo 521, numeral 2.

2. En el escrito en que se solicita una medida asegurativa, la Resolución que dicta el Tribunal de Cuentas ordenando medidas precautorias o cautelares, bastará realizar en la parte motiva de la misma una relación sucinta de los hechos o actos irregulares investigados  y en  la resolutiva expresar el nombre de las partes, reales o presuntivas, la medida que se solicita y la cuantía del proceso que sería el monto de la posible lesión ocasionada al patrimonio del Estado.  Artículo 521, numeral 9.

3. El juez (los Magistrados del Tribunal de Cuentas), procurará en todo momento evitar que se causen daños y perjuicios y molestias innecesarias en la adopción o ejecución de la medida dictada.   Artículo 521, numeral 9.

4. Para la ejecución de la medida, el juez (los  Magistrados del Tribunal de Cuentas), goza del poder adecuado para adoptar las decisiones que sean necesarias, sancionar en el acto al que estorbare dicha ejecución e inclusive, emplear la fuerza pública si fuere necesario.  Artículo 521, numeral 9.

5. Las Resoluciones que decreten o rechacen las medidas cautelares admiten apelación, pero la interposición del recurso no suspende ni interrumpe la ejecución de la medida, esto en materia de los procesos civiles.   En cambio en materia de cuentas dichas Resoluciones no son apelables, ya que revisten un carácter administrativo y no hay segunda instancia, solo admite recurso extraordinario ante La Tercera Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

· Bienes sobre las cuales puede recaer la medida cautelar o precautoria

En materia de cuentas, la adopción de medidas cautelares recae específicamente sobre bienes, es decir, que las Resoluciones que ordenan medidas precautorias o cautelares que emite o dicta el Tribunal de Cuentas en ejercicio de sus facultades y atribuciones van dirigidas a poner fuera de comercio bienes muebles, inmuebles, dineros, fondos, valores, cuentas cifradas y/o corrientes, ahorros, depósitos a plazo fijos, cajillas de seguridad y otros más, pertenecientes al sujeto llamado a responder patrimonialmente o a la persona involucrada en irregularidades que hubiesen afectado al patrimonio del Estado.

Como ya se ha mencionado, la medida precautoria o cautelar que utiliza de forma predominante el Tribunal de Cuentas es el secuestro, el cual se encuentra regulado por el Código Judicial, Libro II, Titulo II, Artículos 521, al 553, y el mismo comprende los bienes que ordena el Tribunal de Cuentas poner fuera de comercio.

a. Bienes Muebles:

Cuando la medida cautelar o precautoria emitida por el Tribunal, conlleve aseguramiento físico de los bienes, se seguirán los pasos siguientes:

1. El funcionario encargado de la ejecución de la orden, en este caso, el Alguacil Ejecutor, acompañado por los funcionarios del Departamento de Bienes Cautelados y peritos evaluadores, se trasladará al lugar en donde se encuentran los bienes y levantarán un acta de inventario, identificando debidamente los bienes y los entregarán al depositario Judicial designado previamente por el Tribunal de Cuentas.

2. El Depositario designado por el Tribunal de Cuentas, deberá ser una persona con solvencia moral y honradez, tomará posesión de su cargo ante el Secretario/a General del Tribunal comprometiéndose a cuidar los bienes a él encargado, como un buen padre de familia.   Además debe tener conocimiento sobre la administración de los bienes que se ponen bajo su responsabilidad, y deberá presentar un informe periódico sobre su gestión administrativa.

3. El Departamento de Bienes Cautelados, deberá llevar el registro y control automatizado del inventario levantado, y verificará periódicamente la situación de los bienes y la labor realizada por el depositario.

Cuando la medida dictada no implica un aseguramiento físico, en el caso específico de vehículos, las medidas serán oficiadas a las Tesorerías de todo el País, así como a la Autoridad Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre, quienes acatarán la orden emitida por el Tribunal y pondrán las restricciones correspondientes en los registros de vehículos que manejan.

En este caso la Dirección  de Bienes Cautelados, Auditoria y Servicios Técnicos, llevará un registro control de los vehículos que se encuentran a disposición del Tribunal de Cuentas. 

b. Bienes Inmuebles:

En los respecta a los bienes inmuebles, la adopción de medidas cautelares  recae específicamente sobre fincas, en función de lo cual se seguirán los pasos siguientes:

1. El Tribunal de Cuentas, emitirá la Resolución que ordena la medida cautelar o precautoria y la misma será oficiada al Registro Público de Panamá, a fin de que se ponga fuera de comercio y a disposición del Tribunal de Cuentas  los bienes inmuebles inscritos en dicha Institución.

2. En el caso de que la orden dictada por el Tribunal, implique un aseguramiento físico del bien, el funcionario encargado de la ejecución de la orden, en este caso, el Alguacil Ejecutor del Tribunal, acompañado por los funcionarios del Departamento de Bienes Cautelados y peritos evaluadores, se trasladará al lugar en donde se encuentre la propiedad y realizará la diligencia de inventario y avaluó, entregándola posteriormente al Depositario Judicial  designado por el Tribunal.  Artículo 526, numeral 5°, del Código Judicial.

c. Dineros Activos y Otros Fondos: 

Conforme a lo que establece el Artículo 526, numeral 4°, del Código Judicial, cuando se trate de dinero, valores créditos y otros bienes en manos de un tercero, (entiéndase instituciones que formen parte del sistema bancario nacional), que pertenezcan a las personas involucradas en actos que afectan el patrimonio del Estado, el depósito se entenderá constituido cuando la orden del Tribunal es entregada a dicho tercero, el cual en forma inmediata y sin que medie orden al respecto queda como depositario judicial de los mismos, con las responsabilidades que establece la Ley.

Dentro de los dos (2) días siguientes al recibo de la orden de secuestro, la entidad bancaria que quedó constituida en depositaria debe dar repuesta al Tribunal poniendo a órdenes del mismo los fondos secuestrados.

3.3. LEVANTAMIENTO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES
El levantamiento de las medidas cautelares proceden a solicitud de:

· Los investigados o procesados.
· Las personas que resulten afectadas por las medidas.
· El Fiscal de Cuentas, mediante resolución motivada (Art. 28 y 29).
· De Oficio (Art. 30).
   (Los dos primeros pueden solicitarlo mediante incidente)

Las personas investigadas o los terceros que resulten afectados con una medida cautelar podrán solicitar el levantamiento de las mismas a través de un incidente que deberá estar debidamente justificado.  

En el supuesto de que conste que en la medida cautelar exista un exceso en el depósito, es decir en cuanto a las sumas de dinero cauteladas en los banco, podrá el Tribunal levantar de oficio cuando tenga conocimiento de dicha situación, tal y como se establece en el artículo 544 del Código Judicial.  

Una vez se decida el levantamiento de las medida cautelar, se envían las respectivas notas de comunicaciones (a entidades bancarias, tesorerías municipales, Registro Vehicular y Registro Público) para que acaten el levantamiento.

Término para interponer el incidente o solicitud de levantamiento.

Puede interponerse en cualquier tiempo (antes de la Resolución de Cargo o Descargo), pero quien decide su mérito es el Tribunal de Cuentas, en PLENO  (Art. 31).

Si se interpone en la fase de investigación, el Fiscal debe remitir al Tribunal de Cuentas el expediente (Art. 28). 

La Ejecución de la Sentencia
· Transcurrido dos meses de ejecutoriada la Resolución de Cargos o su acto confirmatorio el Tribunal de Cuentas remite copia de ésta, con la información de los bienes cautelados a la Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economía y Finanzas para los efectos de hacerla efectiva, mediante los trámites del proceso por jurisdicción coactiva y así entonces el Estado panameño recupere el patrimonio del cual fue privado por la lesión causada.       

3.4.  RECUPERACIÓN DE FONDOS PÚBLICOS A FAVOR DE LA AUTORIDAD NACIONAL DE INGRESOS PÚBLICOS (ANIP)
Las recuperaciones al Tesoro Nacional son aquellos pagos recibos producto de un proceso de cuentas o mediante forma voluntaria pueden darse por gestión de:

Tribunal de Cuentas o por la Autoridad Nacional de Ingresos Públicos (ANIP), del Ministerio de Economía y Finanzas, mediante la jurisdicción coactiva.   Estas recuperaciones dependerán del monto de las lesiones patrimoniales, plasmadas en las resoluciones emitidas por el Tribunal  y a las  medidas declinadas a esta instancia.

3.5. FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE BIENES CAUTELADOS, AUDITORÍA Y SERVICIOS TÉCNICOS DEL TRIBUNAL DE CUENTAS
· Dirigir, administrar, supervisar y coordinar todas las actividades relacionadas con la cautelación de bienes y los servicios técnicos solicitados por el Tribunal.
· Garantizar el seguimiento a la ejecución de las medidas cautelares.

· Mantener actualizada la información en la base de datos.
· Mantener un archivo computarizado que conlleva las siguientes funciones:
a. Registro de todas las resoluciones emitidas diariamente, relativas a reparos, cargos y descargos, cautelaciones, levantamiento de medidas cautelares, declinaciones ante el Ministerio de Economía y Finanzas y autos varios.

b. Registro de la documentación recibida de bancos, municipios, Registro Público, informando los bienes cautelados, levantados y declinados.

c. Elaboración de un informe mensual presentando la producción del mes en cuadros separados de cuentas bancarias, fincas, vehículos (cautelados, levantados y declinados), además de las recuperaciones al Tesoro Nacional. 

3.6. EL ROL DE LOS ASISTENTES CONTABLES EN LA FIJACIÓN DE LA CUANTÍA DE LA LESIÓN PATRIMONIAL
Los asistentes contables tienen que tener una formación académica de contadores públicos con conocimientos de auditoría forense,  experiencia en auditoría financiera, y gubernamental, que les permitan desarrollar sus labores con solvencia y capacidad técnica.   Los asistentes contables al igual que los asistentes legales tienen que leer y analizar el informe de auditoría elaborado por la Contraloría General de la República he instruido por la Fiscalía de Cuentas una vez  lleguen estos informes al Tribunal de Cuentas. 

Los asistentes contable elaboran un informe detallado netamente contable para el Magistrado Sustanciador del expediente,  en el  analizan todo lo concerniente a los hechos que inciden en la irregularidad, por la cual existen indicios de una posible lesión patrimonial,  emiten una opinión y hacen las recomendaciones pertinentes.   
En otras palabras  la función del  asistente contable es demostrar y aclarar los hechos, contestando y desarrollando atreves de su informe las siguientes interrogantes:     ¿Dónde?, Quién o ¿Quiénes?, ¿Porqué?, ¿Cómo?, y  ¿Cuánto?     
De igual forma debe de determinar el monto de la lesión que le corresponde a cada uno de los sujetos involucrados en la lesión patrimonial, y el grado de participación,   de tal forma que los asistentes legales puedan calificar el grado  de  responsabilidad patrimonial que le cabe.( Principal, directa, solidaria, o subsidiaria)      
3.7. CUANTÍA DE LA LESIÓN PATRIMONIAL

La cuantía de la condena no será nunca  inferior al daño o al menoscabo que haya recibido el Estado en su patrimonio.   Artículo 75 Ley 67.

La cuantía se incrementará con un interés mensual no mayor del uno por ciento (1%).  Los intereses se calculan desde la fecha en que el sujeto responsable de los hechos hace uso indebido de los recursos del Estado que causan una lesión patrimonial, menoscabando el erario público, hasta la Resolución  final.    

Es en esencia un valor agregado o penalización monetaria (tasa de interés por tiempo transcurrido) que se calcula como una forma de resarcir al Estado por el usufructo del bien en detrimento de otros usos que el Estado le hubiera podido dar a los mismos.   Para ello se emplea  una tabla de intereses previamente  desarrollada basada en la Ley. 

Los procesos patrimoniales que se encuentren en trámite ante la Dirección de Responsabilidad Patrimonial, al momento de entrar en vigencia la presente Ley, pasarán al conocimiento del Tribunal de Cuentas, pero los términos que hayan empezado a correr y las actuaciones y diligencias que ya estén iniciadas se regirá por la ley vigente al tiempo de su iniciación.  Artículo 95, Ley 67.

3.8. TABLA DE INTERESES POR LESIONES PATRIMONIALES
El Tribunal de Cuentas, a adoptado como buena practicas  aplicar el Acta N°23-2000 de la Extinta Dirección de Responsabilidad Patrimonial (DRP), sobre les lesiones patrimoniales, a través de una tabla uniforme sobre el cálculo de intereses a las lesiones. Esta tabla tiene una tasa imponible del 1% mensual la misma es progresiva a medidas que aumentan los años de esa misma forma se incrementan los intereses, dando como resultado una constante de .06  (1:15=.06) que se deduce en forma descendente dando como resultado la tasa imponible del primer año.  

	AÑOS
	%                         Intereses Acumulados

	1             (0.16 x 12) =
	1.92

	2             (0.22 x 12) =
	2.64   (1.92 + 2.64) =                            4.56

	3             (0.28 x 12) =
	3.36   (4.56 + 3.36) =                            7.92

	4             (0.34 x 12) =
	4.08   (7.92 + 4.08) =                          12.00

	5
     (0.40 x 12) =
	4.80   (12.00 + 4.80) =                        16.80

	6             (0.46 x 12) =
	5.52   (16.80 + 5.52) =                        22.32

	7             (0.52 x 12) = 
	6.24   (22.32 + 6.24) =                        28.56

	8             (0.58 x 12) = 
	6.96   (28.56 + 6.96) =                        35.52

	9             (0.64 x 12) =
	7.68   (35.52 + 7.68) =                        43.20 

	10           (0.70 x 12) =
	8.40   (43.20 + 8.40) =                        51.60


**Resultado de entrevistas a los Licenciado Silvio Gálvez y Antonio Márquez auditores del Tribunal de Cuentas.
3.9. EJEMPLO DE LESIÓN PATRIMONIAL PARA EL CÁLCULO DEL INTERÉS
Nombre del Sujeto:       José Matías

Periodo de la Lesión:    1 de agosto de 2008 al 20 de junio de 2010

Monto de la Lesión:       B/.23,000.00

	PERIODO
	AÑOS/MESES
	MONTO
	TASA DE INTERESES
	INTERESES
	TOTAL

	Agosto 2008-Junio 2010
	1.11
	20,000.00
	4.34%
	868.00
	20,868.00

	Dic. 2009-Junio 2010
	0.07
	  3,000.00
	1.12%
	  33.60
	  3.033.60

	TOTAL
	
	23,000.00
	
	901.60
	23,901.60


El Tribunal de Cuentas mediante Sala de Acuerdo, tiene la potestad conforme al artículo 18 de la Ley 67 de 2008, de establecer la tabla de intereses por lesiones personales siempre y cuando se cumpla con el artículo 75 que establece que la cuantía de la condena no será nunca inferior al daño al menoscabo que haya recibido el Estado en su patrimonio y se incrementara un interés mensual no mayor del 1%, que se calcula desde la fecha en que ocurrieron los hechos. 
El proceso de cuentas (fase investigación, intermedia y plenaria) 
El Proceso de Cuentas se divide en tres fases o etapas bien definidas, a saber:

4.0. LA FASE DE INVESTIGACIÓN
Esta constituye la primera fase del proceso y se inicia con la presentación por parte de la Contraloría General de la República al Tribunal de Cuentas del examen, informe o auditoría especial que contenga los reparos o irregularidades en fondos o bienes públicos, acompañados de los elemento de juicio correspondientes.

4.1. LA FASE INTERMEDIA
La fase intermedia del proceso de Cuentas inicia una vez es remitido el proceso patrimonial al Tribunal de Cuentas con un documento emitido por el Fiscal, que se le denomina: “Vista Fiscal”.
Una vez el Tribunal de Cuentas recibe el expediente y la Vista Fiscal lo reparte a un Magistrado Sustanciador para su debida calificación. Los repartos se realizan conforme lo establece el artículo 102 del Código Judicial y atendiendo a la Sala de Acuerdo Nº1-2010 de 5 de enero de 2010.
Desde ese momento cualquiera de los investigados podrá presentar memorial, por medio de abogado, en el que podrá:

· Advertir las fallas o los vicios de la investigación
· Oponerse a los fundamentos fácticos o jurídicos; y,
· Objetar las conclusiones de dicha Vista Fiscal.
· Saneamiento
Luego de recibido el expediente por secretaria, el Magistrado Sustanciador cuenta con el término de diez (10) días hábiles para revisar si no existen vicios que puedan causar la nulidad del proceso.

De encontrarse fallas o vicios, se ordenará al Fiscal General de Cuentas lo que sea procedente para su saneamiento, lo cual deberá realizarse en un término no mayor de quince (15) días hábiles.

· Calificación del Mérito de la Investigación de Cuentas
El Tribunal de Cuentas podrá, dentro del término de quince días hábiles, proferir cuatro tipos diferentes de decisiones, a saber:
· Ordenar, por una sola vez, la corrección, la ampliación o la complementación de la investigación de cuentas cuando ello sea necesario para perfeccionar la investigación;
El Fiscal General de Cuentas contará con el término de un mes para cumplir con lo dispuesto  en el punto anterior.
· Cierre y Archivo del expediente de Cuentas
Cerrar y ordenar el archivo del expediente cuando las irregularidades investigadas sean infundadas.

Infundada: el Informe de Antecedentes o la Auditoría Especial no arrojo irregularidades que indiquen un menoscabo patrimonial, sino que se podría estar frente a una irregularidad Administrativa.
· Cese del procedimiento 
Ordenar el cese del procedimiento en contra de cualquiera de las personas investigadas cuando no se deduzca responsabilidad alguna.

Cese: recae sobre la falta de pruebas sobre la vinculación indiciaria de los investigados con el proceso de cuentas.
· Llamamiento a Juicio o Resolución de Reparos de la Persona Investigada
Llamar a juicio a la persona o a las personas investigadas cuando existan razones fundadas para ello.
Éste se hará mediante la denominada Resolución de Reparos que deberá contener los razonamientos de hecho y Derecho del Tribunal de Cuentas y el encausamiento dirigido a establecer la responsabilidad patrimonial del procesado o de los procesados.

· Requisitos Formales que debe contener la  Resolución de Reparos:
· Referencia clara y precisa de la investigación realizada y su origen
· Período examinado
· Mención de la entidad o institución a que corresponda, la acción u omisión que da lugar a los reparos
· Indicación clara de las personas involucradas con el hecho irregular
· El grado de participación en la irregularidad detectada
· La responsabilidad que se imputa
· La cuantía del daño
· Las normas legales o reglamentarias que han sido infringidas.
En contra de la Resolución de Reparos cabe el recurso de reconsideración que se deberá interponer dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación personal de la persona llamada a juicio de responsabilidad patrimonial.

El Tribunal de Cuentas debe decidir el recurso de reconsideración en un término no mayor de quince (15) días hábiles.

4.2. FASE PLENARIA
La Fase Plenaria se inicia con la ejecutoría de la Resolución de Reparos.
El período probatorio se surte en cuatro (4) períodos, así:

Primer período, de cinco (5) días hábiles improrrogables, para que el Fiscal de Cuentas y los procesados propongan todas las pruebas que consideren convenientes;

Segundo período, de cinco (5) días hábiles improrrogables, que empieza a correr desde el día hábil siguiente al día en que se venció el primer período, para que el Fiscal de Cuentas y los procesados aporten contrapruebas;

Tercer período, de tres días hábiles improrrogables, que empieza a correr desde el día siguiente al día en que venció el segundo período, para que el Fiscal de Cuentas y los procesados objeten las pruebas y las contrapruebas; y
Cuarto período, de treinta (30) días hábiles, para practicar las pruebas.

· Período Extraordinario para la práctica de las pruebas.
Por causa justificada, de oficio o a petición del Fiscal de Cuentas o de cualquier procesado, el Tribunal de Cuentas podrá conceder un período adicional para la práctica de las pruebas.
· Admisión o  rechazo de  pruebas y  práctica de las mismas.
Concluido el tercer período probatorio, el Tribunal de Cuentas, en un término de cinco (5) días, mediante resolución irrecurrible, deberá decidir al respecto.

· Alegatos escritos
EL Fiscal de Cuentas y los procesados, sin necesidad de resolución alguna, pueden presentar por escrito sus alegatos ante el Tribunal de Cuentas.

Luego de que haya vencido el término para la práctica de las pruebas y hasta que se dicte la resolución que decide la causa.

· Medidas para Mejor Proveer
El Tribunal de Cuentas, antes de dictar la resolución que decida la causa, mediante auto para mejor proveer, podrá practicar las pruebas que sean necesarias para aclarar las dudas razonables, esclarecer aspectos oscuros y establecer la verdad material.

La resolución que decida la causa podrá ser de tres clases:

Resolución de Cargos, cuando implique la condena o declaratoria de la responsabilidad patrimonial del involucrado o de los involucrados. (Equivale a una sentencia condenatoria).

Resolución de Descargos, cuando implique la absolución o inexistencia de la responsabilidad de los involucrados. (Equivale a una sentencia de absolución).

Resolución Mixta, cuando implique la absolución para unos y la condena para otros de los involucrados.
La resolución que decida la causa debe  ser dictada con base en las pruebas que reposan en el expediente para lo cual se cuenta con un término de treinta (30) días.
· Recurso de Reconsideración
En contra la resolución que decide la causa podrá interponerse el recurso de reconsideración dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación.

El Tribunal de Cuentas dará traslado del Recurso a la contraparte por un término de tres (3) días hábiles y, una vez vencido este término, deberá decidir el recurso de reconsideración en un término no mayor de veinte (20) días hábiles.

La Resolución de cargos o descargos que dicte el Tribunal de Cuentas, podrá ser demandada ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, mediante la acción contencioso-administrativa que corresponda.

4.3. TIPOS DE RESPONSABILIDAD
De acuerdo al Artículo 80 de la Ley 67, se establecen los siguientes tipos de responsabilidad: 

1. Responsabilidad directa. Es la que recae sobre la persona que reciba, recaude, maneje, administre, cuide, custodie, controle, distribuya, invierta, apruebe, autorice, pague o fiscalice fondos o bienes públicos por razón de sus acciones u omisiones.

2. Responsabilidad principal. Es la que obliga, en primer lugar, a la persona que reciba, recaude, maneje, administre, cuide, custodie, controle, distribuya, invierta, apruebe, autorice, pague o fiscalice fondos o bienes públicos a resarcir la lesión patrimonial causada al Estado.

3. Responsabilidad solidaria. Es aquella en virtud de la cual dos o más personas que reciban, recauden, manejen, administren, cuiden, custodien, controlen, distribuyan, inviertan, aprueben, autoricen, paguen o fiscalicen fondos o bienes públicos están obligadas solidariamente a resarcir la lesión patrimonial causada al Estado.

4. Responsabilidad subsidiaria. Es aquella en virtud de la cual la persona que recibe, recaude, maneje, administre, cuide, custodie, controle, distribuya, invierta, autorice, apruebe, pague o fiscalice fondos o bienes públicos queda obligada a resarcir la lesión patrimonial causada al Estado por razón de que haya actuado con negligencia grave o haya permitido la lesión.
Las acciones contenciosas administrativas dentro del proceso de cuentas  
4.1. ACCIONES DE NULIDAD
De acuerdo al artículo 82 de la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008:

La Resolución de Cargos o de Descargos dictada por el Tribunal de Cuentas podrá ser demandada ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, mediante la acción contencioso-administrativa que corresponda.

En los procesos contencioso-administrativos de nulidad se notificará a la persona favorecida con la resolución del Tribunal de Cuentas de la providencia que admita la acción.

4.2. Acciones de Plena Jurisdicción

Al hablar de las acciones Contenciosas Administrativas dentro de los Procesos Patrimoniales, nos debemos remitir a los artículos 82 y 83 de la Ley 67 del 14 de noviembre de 2008, que desarrolla la Jurisdicción de Cuentas.

Sobre el particular, podemos indicar que el artículo 82, señala que la Resolución de Cargos o de Descargos dictada por el Tribunal de Cuentas podrá ser demandada ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, mediante la Acción Contencioso-Administrativa que corresponda.

En los procesos contencioso-administrativos de nulidad se notificará a la persona favorecida con la resolución del Tribunal de Cuentas de la providencia que admita la acción.

En el artículo 83 se indica que la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia podrá declarar la legalidad o la ilegalidad de la Resolución de Descargos. Si declara su ilegalidad, debe establecer la responsabilidad que le corresponde al procesado, de acuerdo a las disposiciones de esta ley.

Previo al análisis de estas normas, debemos recordar a los letrados y enseñar a los que no son abogados, qué es una acción contencioso administrativa, para qué se utiliza, qué formalidades tiene y cuándo se puede interponer.

Para ello debemos indicar que Pedro Cartolín indica que: "La acción contencioso-administrativa implica una contienda entre un particular y la administración pública, la cual es resuelta por el Poder Judicial. Mediante esta acción, se cuestiona una decisión de la administración, desde el punto de vista jurídico, y -a su vez- se pretende proteger la efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados".

Marcial Rubio Correa expresa lo siguiente "La acción contencioso - administrativa es el derecho que tienen las personas de recurrir ante el Poder Judicial para que anule con fuerza obligatoria cualquier acto o resolución del Poder Ejecutivo o de otros órganos administrativos del Estado, que pronunciándose sobre derechos individuales, perjudican a una o más personas"

En Panamá, la Jurisdicción Contencioso-administrativa, la desarrolla la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, tal como se observa en el Libro I que trata sobre Organización Judicial, del Código Judicial o Código de Procedimiento.

Para la regulación de las Acciones Contencioso-Administrativas, debemos ver los artículos 97 a 99 del Código Judicial.

En estos artículos se puede constatar que a la Sala Tercera le están atribuidos los procesos que se originen por actos, omisiones, prestaciones defectuosas o deficientes de los servidores públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones que ejecuten, adopten, expidan, o en que incurran en ejercicio de sus funciones o pretextando ejercerlas, los funcionarios públicos o autoridades nacionales, provinciales, municipales y de las entidades públicas autónomas o semiautónomas.

En consecuencia, la Sala Tercera conocerá en materia administrativa de lo siguiente:

1. De los decretos, órdenes, resoluciones, o cualesquiera actos, sean generales o individuales, en materia administrativa, que se acusen de ilegalidad;

2. De los actos, resoluciones, órdenes o disposiciones de los Gerentes o de las Juntas Directivas o de Gobierno, cualquiera que sea su denominación, de las entidades públicas autónomas o semiautónomas que se acusen de ser violatorias de las leyes, de los decretos, de los decretos reglamentarios o de sus propios estatutos, reglamentos y acuerdos;

3. De los Recursos Contenciosos en los casos de adjudicación de tierras y de bienes ocultos;

4. De las apelaciones, excepciones, tercerías o cualquier incidente en los procesos por cobro coactivo;

5. De las cuestiones suscitadas con motivo de la celebración, cumplimiento o extinción de los contratos administrativos;

6. De las cuestiones que se susciten en el orden administrativo entre dos o más municipios o entre dos o más instituciones autónomas o entre un municipio y la Nación o entre una institución autónoma y la Nación o entre cualesquiera de ellas;

7. De los Acuerdos o cualquier acto, resolución o disposición de los Consejos Provinciales, los concejos municipales, juntas comunales y juntas locales o de las autoridades y funcionarios que de ellas dependan, contrarios a las leyes, a los decretos que las reglamenten o a sus propias normas;

8. De las indemnizaciones de que deban responder personalmente los funcionarios del Estado, y de las restantes entidades públicas, por razón de daños o perjuicios causados por actos que esta misma Sala reforme o anule;

9. De las indemnizaciones por razón de la responsabilidad del Estado, y de las restantes entidades públicas, en virtud de daños y perjuicios que originen las infracciones en que incurra en el ejercicio de sus funciones o con pretexto de ejercerlas cualquier funcionario o entidad que haya proferido el acto administrativo impugnado;

10. De las indemnizaciones de que sean responsables directos el Estado y las restantes entidades públicas, por el mal funcionamiento de los servicios públicos a ellos adscritos;

11. De la interpretación prejudicial acerca del alcance y sentido de los actos administrativos cuando la autoridad judicial encargada de decidir un proceso o la administrativa encargada de su ejecución, lo solicite de oficio antes de resolver el fondo del negocio o de ejecutar el acto, según corresponda;

12. Conocer prejudicialmente sobre la validez de los actos administrativos que deberán servir de base a una decisión jurisdiccional por consulta que al efecto formule la autoridad encargada de administrar justicia;

13. Conocer del Recurso de Casación Laboral, a que se refiere el Capítulo IV, Título VII, Libro Cuarto del Código de Trabajo, hasta tanto se instituya la Corte de Casación laboral;

14. Ejercer todas las demás atribuciones que el Código de Trabajo atribuye a la Corte de Casación Laboral; y

15. Del proceso de protección de los derechos humanos mediante el cual la Sala podrá anular actos administrativos expedidos por autoridades nacionales y, si procede, restablecer o reparar el derecho violado cuando mediante dichos actos administrativos se violen derechos humanos justiciables previstos en las leyes de la República, incluso aquellas que aprueben convenios internacionales sobre derechos humanos. Este proceso se tramitará según las normas de la Ley 135 de 30 de abril de 1943y de la Ley 33 de 11 de septiembre de 1946, pero no se requerirá que el agraviado agote previamente la vía gubernativa; el procurador de la Administración sólo intervendrá en interés de la Ley.

A su vez, el artículo 98, establece que las leyes 135 de 1943, 33 de 1946 y 39 de 1954, se aplicarán por la Sala Tercera en cuanto no contradigan lo dispuesto en este Código.

Por otro lado, el artículo 99 indica que las Sentencias que dicte la Sala Tercera, en virtud de lo dispuesto en esta sección, son finales, definitivas y obligatorias; no admiten recurso alguno, y las de nulidad deberán publicarse en la Gaceta Oficial.

Ejecución de la resolución de cargos por el Ministerio de Economía y Finanzas (A.N.I.P.)
Corresponde  a la Autoridad Nacional de Ingresos Públicos del Ministerio de Economía y Finanzas, después de dos (2) meses de ejecutoriada la Resolución de Cargos, o su acto confirmatorio, proceder a hacerla efectiva mediante los trámites del proceso por cobro coactivo.

Este trámite se le denomina declinatoria de las cautelaciones de bienes muebles, bienes inmuebles y dineros.

La Autoridad Nacional de Ingresos Públicos fue creada mediante la Ley 24 del 8 de abril de 2013, y viene a reemplazar a la antigua Dirección General de Ingresos que contempla la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, como la Autoridad con Poder de Ejecución de las Resoluciones de Cargo o Condena con Declinatoria de Bienes para que inicie un Juicio con carácter coactivo que permita resarcir los Activos que hayan sido cautelados provisionalmente en el Proceso de Cuentas desde de la etapa de la investigación hasta el momento de la expedición de una resolución de carácter definitivo, que no hace tránsito a cosa juzgada y que en mi opinión debe dársele el carácter de un Titulo Ejecutivo dado que es expedida por una Jurisdicción de Carácter Especial y por ende lo que procede, luego de notificada las partes de no presentar el pago total del monto de la lesión, ordenarse el remate de los Bienes puestos a disposición de Ministerio de Economía y Finanzas.
Vale resaltar que la Jurisdicción Especial de Cuentas, carece de facultad de ejecutar sus propios fallos de condena lo que constituye un retraso en la efectividad de la Misión y Visión que por virtud Constitucional se estableció esta jurisdicción especial para resarcir económicamente al Estado cuando en su administración los Agentes de Manejos y Servidores Públicos desviaran sus función transparente al momento de establecer el destino de los Bienes y Fondos Públicos, trayendo grandes pérdidas a la Económicas a la Hacienda Pública.

Dado a lo anterior parece de Urgencia la creación de Juzgados de Ejecución dentro de la Jurisdicción de Cuentas, correspondiendo entonces concluida la liquidación o remate de bienes ingresarlos al Tesoro Nacional – Lesión Patrimonial.   

Aspectos novedosos de la jurisdicción de cuentas en Panamá
4.3. NOTIFICACIONES
Al hablar de notificaciones, debemos en primer lugar establecer un concepto, en donde el doctor Jorge Fábrega Ponce indica que el término procede del verbo latino notificare, del sustantivo notum (conocido) y de facere (hacer). Es el acto por el cual el tribunal comunica una resolución judicial (providencia, auto, sentencia) a los que en el proceso sean parte (a través, normalmente, de sus representantes) o a otras personas a las que la resolución pueda afectar (así, peritos, testigos, etc.).

En cuanto a las notificaciones dentro del proceso de cuentas, se debe tener conocimiento de ciertos artículos que abordan el tema de notificación. En este sentido, podemos ver que el artículo 55, 56 y 57 indican de la siguiente manera:
Artículo 55: La Resolución de Reparos se notificará personalmente al Fiscal de Cuentas y al procesado. Cuando se conozca el domicilio del procesado se harán las diligencias para su notificación personal. Si el interesado no se encontrara, se le fijará un edicto en puerta para que comparezca al proceso dentro del término de tres días. Vencido este término sin que hubiera comparecido al proceso, se realizará la notificación por edicto emplazatorio de acuerdo con las formalidades establecidas en el presente artículo.

En caso de que se desconozca el paradero del procesado, se publicará un edicto de notificación de dicha Resolución de Reparos por cinco días consecutivos en un diario de amplia circulación nacional. En este edicto se indicará la existencia y la naturaleza de la Resolución, se identificará al procesado con un nombre, su apellido y su número de cédula de identidad personal, y se le advertirá que dicha  Resolución se tendrá por notificada a partir del día siguiente de la última publicación del edicto.

Artículo 56: Cuando se tenga certeza de que el procesado reside en el exterior y su paradero sea conocido por el Tribunal de Cuentas, este deberá intentar, en lugar de la publicación del edicto, su notificación mediante el auxilio de los conductos diplomáticos. La notificación se entenderá se entenderá perfeccionada en este caso desde el momento en que el exhorto respectivo, debidamente diligenciado, reingrese al despacho del Tribunal de Cuentas.

Artículo 57: toda resolución distinta a la prevista en el artículo 55, que deba proferirse, se notificará por edicto que será fijado, al día siguiente de haberse dictado, en lugar visible del Tribunal de Cuentas por un término de dos días hábiles y se enviará por fax o correo electrónico a la dirección suministrada por el apoderado judicial. La notificación se entenderá hecha a partir del momento de la desfijación del edicto.

Artículo 58: Cuando la notificación de la Resolución de Reparos se hubiera realizado mediante edicto y el procesado no compareciera al proceso dentro del término de diez días, contado a partir del día siguiente de la última publicación  en un diario de amplia circulación nacional, el Tribunal de Cuentas le nombrará un defensor de ausente, quien seguirá la causa hasta su conclusión, salvo que renuncie por causa justificada o sea removido. La remuneración del defensor será pagada por el Estado, que deberá proveer los fondos correspondientes en el Presupuesto General del Estado.

Por otro lado, cuando hablamos de la resolución final o la resolución de cargos o descargos, el artículo 76 nos indica de la siguiente forma:

“Artículo 76: La resolución que decida la causa debe notificarse personalmente al Fiscal General de Cuentas, al apoderado judicial de cada uno de los procesados y al defensor de ausente, si lo hubiera.

De acuerdo con la Ley 81 de octubre de 2013, que modifica la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, fue desarrollar la Jurisdicción de Cuentas y dicto otra disposición.
Se adiciono al artículo 76-A de la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, que establecer que al Fiscal General de Cuentas se le notificaran personalmente las Resoluciones de Reparo, la Resolución de Cargos y Descargo y cualquier otro que le ponga fin al Proceso de Cuentas.

El articulo 76-A es una disposición que permite a la Fiscalia General de Cuentas, reconsiderar ante el Tribunal de Cuentas, las resoluciones de Cese, Cierre y prescripción de la acción de Cuentas, como cualquier forma de archivo que de manera anticipada concluya en definitiva el proceso de Cuentas.
4.4. PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DE CUENTAS
En el tema de prescripción, palabra que proviene del latín “praescriptio” que significa lo que precede.

La prescripción es un instituto jurídico por el cual el transcurso del tiempo produce el efecto de consolidar las situaciones de hecho, permitiendo la extinción de los derechos o la adquisición de las cosas ajenas.

En el proceso de cuentas, la prescripción se observa en los artículos 34 al 36 de la Ley 67, del 14 de noviembre de 2008.

En este sentido, el artículo 34 indica que la acción de cuentas prescribe en un plazo de diez años. Este plazo comenzará a contarse desde el momento en que ocurran los hechos que constituyen la lesión patrimonial en contra del Estado.

El artículo 35 señala que la prescripción de la acción de cuentas puede promoverse como excepción ante el Tribunal de Cuentas en cualquier momento. Esta excepción es de previo y especial pronunciamiento.

El artículo 36 señala que el plazo de la prescripción de la acción de cuentas se interrumpirá por las causas siguientes:

1. La primera diligencia escrita por razón de un examen, una auditoría o una investigación, concluida o aun sin concluir, iniciada por la Contraloría General de la República; o

2. La Resolución de Reparos debidamente ejecutoriada.

4.5. RECURSOS ORDINARIOS CONTRA LAS RESOLUCIONES DICTADAS POR EL TRIBUNAL DE CUENTAS
Para hablar de los recursos dentro del proceso de cuentas, podemos observar que dentro de la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, que crea la Jurisdicción de Cuentas, regula el tema de los Recursos en los artículos 78 y 79, en los que expone que en contra de la Resolución que decida la causa podrá interponerse el recurso de reconsideración dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación.

El Tribunal de Cuentas dará traslado a la contraparte por un término de tres días hábiles y, una vez vencido este término, deberá decidir el recurso de reconsideración en un término no mayor de veinte días hábiles.

El artículo 79 sostiene que la resolución que decide la causa queda ejecutoriada tres días hábiles después de su notificación al Fiscal de Cuentas y a los procesados, o tres días hábiles después de haberse notificado la resolución mediante la cual el Tribunal de Cuentas decida el recurso de reconsideración.

La resolución que decide la causa debidamente ejecutoriada pone fin a la actividad de la Jurisdicción de Cuentas, mediante una decisión definitiva y firme que hace tránsito a cosa juzgada. No obstante lo anterior es novedosa la nueva Reforma a la Ley 67 de 2008, mediante Acto Legislativo 81 de 22 de octubre de  2013, cuando le permite a la Fiscalía General de Cuentas presentar Recurso de Reconsideración contra las Resoluciones que ponen fin al proceso de Cuentas como es el caso de los Ceses o Cierre del proceso de Cuentas, que a mi juicio podemos catalogarlos como formas excepcionales de terminación definitiva del proceso de cuentas. 
4.6.  EL CESE Y CIERRE DEL PROCESO DE CUENTAS COMO CONSECUENCIA DE LA MUERTE DEL INVESTIGADO.

El Cese y el Cierre anticipado en la Jurisdicción Especial de Cuentas puede darse  cuando un investigado patrimonialmente ocurre el hecho de su defunción o causa de muerte antes de que haya rendido declaración de descargos patrimoniales ante la Fiscalía General de Cuentas. Para algunos estudiosos de la materia surge la interrogante si puede o no el Tribunal de Cuentas, llamar a juicio al investigado cuando consta en el expediente administrativo que levanta la Contraloría General de la República, con la  auditoría preliminar, una declaración del investigado referente a los reparos y los documentos que se aporten en dicha diligencia extraprocesal. Según mi criterio sustentado en el Principio de Especialidad que le otorga una naturaleza autónoma y diversa al proceso de cuentas panameño. De manera alguna se puede llamar a juicio al fallecido ya que dicha declaración ante la Contraloría General, no suple el acto legitimo que jurídicamente establece que la declaración de descargos sobre los hechos investigados tal y como lo establece el artículo 38 de la Ley 67 de 2008, solo puede tener efecto frente a la Fiscalía General de Cuentas. Por ello no considero válida la actuación extraprocesal o fuera de un proceso de Cuentas que tiene todas sus etapas bien definidas expresamente en la disposición especial de la Ley 67 de 2008, y un proceso muy sui generis con sus diferentes etapas procesales (fase de investigación, fase intermedia y plenaria) por las que debe transitar el proceso de rendición de cuentas para su validez legal.   

De acuerdo con lo anterior, corresponde citar el artículo 81 de la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, el cual es del tenor siguiente: 

“Artículo 81. La responsabilidad patrimonial persigue los bienes de la persona declarada responsable en todo momento, incluso dentro de cualquier proceso judicial hasta tanto hayan sido adjudicados definitivamente a terceros dentro de este. En estos casos, la responsabilidad patrimonial ascenderá hasta la parte que cubra el importe líquido y los intereses de la condena del Tribunal de Cuentas.”(Subrayado del Tribunal).

Un análisis profundo de la norma anterior citada me permite aclarar que la responsabilidad patrimonial si bien es cierto persigue los bienes de la “persona declarada patrimonialmente responsable”. Surge a la vida jurídica, una excepción a dicha norma arriba citada. Siendo el caso de que no exista un pronunciamiento definitivo del Tribunal de Cuentas sobre la responsabilidad patrimonial que le corresponda al investigado. Por lo que no procede en derecho continuar los actos que componen el Proceso de Cuentas para perseguir los bienes y activos y patrimonio del fallecido o sus herederos declarados en sucesión legal en vía civil. Dado que ante la falta de un fallo definitivo y ejecutoriado de condena previa por la Jurisdicción Especial de Cuentas no se puede perseguir los bienes de los herederos declarados legalmente.                                                

Una de las características que particularmente persigue el proceso de cuentas es que los bienes cautelados o de propiedad de los investigados se le de tratamiento legal al momento de la declaratoria de responsabilidad no sobre la persona misma, sino la declaratoria de responsabilidad conlleva la posibilidad de que el Estado a través de un juicio coactivo recupere los bienes.

Podría categorizarse el proceso de Cuentas como un proceso que particularmente recae sobre la persona que lesiona o menoscaba el patrimonio económico del Estado. Pero también se puede señalar la condición especial que su finalidad es recuperar la pérdida material cuantificable patrimonialmente recayendo sobre el patrimonio del procesado o condenado en Resolución de Cargos de carácter definitiva y firme, lo que concibo como un proceso con connotaciones especialmente sobre los bienes muebles, inmuebles y activos del declarado patrimonialmente responsable, comparable en este aspecto a los denominados juicio sobre la cosa (juicio in rem) patrimonio propio de las personas incluso después de fallecida cuando exista ciertamente una masa herencial, y siempre que exista un pronunciamiento previo definitivo que haga tránsito a cosa juzgada. Solo así en mi opinión se puede accionar con un fallo definitivo ante un proceso civil de sucesión, haciendo valer el Estado su crédito a su favor.

Otro supuesto en el cual no existe uniformidad en la jurisprudencia del Tribunal de Cuentas surge cuando el fallecido ya fue declarado responsable mediante llamamiento a juicio y ya existe una medida de cautelación sobre los bienes o cuentas bancarias impuesta por el Tribunal de Cuentas. A mi juicio de concederse la declinatoria de los bienes cautelados en juicio patrimonial podría el Tribunal excederse de sus funciones y competencia porque solo puede declarar el cierre del proceso con respecto a la persona fallecida y no puede declinar el patrimonio cautelado al vinculado antes de que ocurrió el deceso a la Autoridad Nacional de Ingresos Públicos, para que inicie el juicio coactivo, por tanto que existe el límite legal de exigirse una Sentencia Definitiva de Condena. No obstante mi criterio puede ser favorable a dicho argumento jurídico de declinatoria sin condena si se plantea una reforma al Artículo 81 de la Ley 67 de 2008. Porque de no hacerse la finalidad de reintegrar o recuperar los fondos públicos manejados irregularmente por los servidores públicos o agente de manejo  no se logra la misión efectiva que conlleva la Jurisdicción Especial de Cuentas. 
4.7. Análisis de las prueba en la Jurisdicción de Cuentas 

Con relación al tema probatorio vale aportar la opinión jurídica de la autora Ileana Turner Montenegro en calidad de Magistrada Sustanciadora en pronunciamientos reiterados en Sala Unitaria, frente al escrito en que aduce pruebas el Fiscal General de Cuentas, al señalar en el AUTO N°436-2013 lo siguiente:

“El Fiscal General de Cuentas insiste en reiterarse del contenido del Informe de Auditoría Especial N°301-007-2010-DINAG-DESAEDS, por lo que se considera que la prueba no es procedente, por cuanto que no es necesaria la reiteración del Informe de Auditoría Especial, con fundamento en lo establece el artículo 668 del Código Judicial”: 

Artículo 668. del Código Judicial: “En el libelo se podrá proponer cualquier clase de prueba, sin necesidad de reiterarlas después, y sin perjuicio de que si hubiere período de apertura del proceso a pruebas, éstas puedan ser adicionadas o complementadas”.

Cabe señalar, que el proceso de cuentas hasta la fecha se inicia con el Informe de Auditoría preliminar que contiene los reparos presentados por la Contraloría General de la República, en este sentido constituye la prueba principal para dar inicio al Proceso de Cuentas; asimismo, dicho Informe es trasladado por el Tribunal de Cuentas a la Fiscalía General de Cuentas, para que inicie la investigación y lo establece el artículo 37 de la Ley 67 de 2008, modificado mediante Ley 81 de octubre de 2013, que dice así:

“Artículo 37: El proceso de cuentas se inicia con el examen, el informe o la auditoría que contenga los reparos, acompañado de los elementos de juicio correspondientes, que presente la Contraloría General de la República al Tribunal de Cuentas.

Recibida los reparos el Tribunal de Cuentas lo trasladará a Fiscal General de Cuentas, mediante resolución declarará abierta la investigación y ordenara la práctica de las pruebas, las diligencia y demás actuaciones que sean necesarias para la determinación de los hechos y de la responsabilidad que haya lugar”


De manera tal, que el Informe de Auditoría preliminar se considera como una prueba principal que es aquella que tiende a probar los hechos que son la base de aplicación de la norma jurídica, cuyo efecto se pide en el juicio; por lo tanto, no se hace necesario que se solicite una reiteración de dicha prueba.

4.8.  COMPARACIÓN DE LA JURISDICCIÓN DE CUENTAS Y LA JUSTICIA PENAL ORDINARIA (SEMEJANZAS Y DIFERENCIAS)
Atribuciones de los Magistrados de Cuentas 
Juzgar la responsabilidad patrimonial derivada de supuestas irregularidades, contenidas en los reparos formulados por la Contraloría General de  la República a las cuentas de los empleados y los agentes en el manejo de los fondos y bienes públicos. Vale aclarar que la Jurisdicción Especial de Cuentas de acuerdo al Artículo 281 de la Constitución Política de Panamá, solamente tiene como competencia el juzgamiento de personas concierta cualidad de tipo funcional (Servidores Públicos), y agentes de manejo que son particulares sean personas Naturales, Sociedad inscritas en el Registro Público o Fundaciones sin Fines de Lucro inscritas en el Ministerio de Gobierno y Justicia que administran fondos o bienes o caudales con carácter público quedando exentas las Fundaciones Privadas que se rigen por el propio pacto social y los reglamentos de la Junta Directiva de acuerdo a la autonomía de la voluntad de los Fundadores que escapan de la administración de Fondos con carácter de público.  
· Empleado de Manejo
Todo servidor público que  mediante las diversas acciones u omisiones como fiscalizar…Ejecute lesión Patrimonial en el manejo de bienes fondos públicos 

· Agente de Manejo
Toda persona natural o jurídica que mediante diversas acciones como recibir… o por cualquier ejecute lesión Patrimonial con relación a los caudales del Estado  directa o supletoriamente.

El artículo 1 y 19 de la Ley 81 de 22 de octubre de 2013, que modifican la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008, establecen como punto novedoso que la Jurisdicción de Cuentas también se instituye para investigar la responsabilidad Patrimonial, por lo que se crea la Fiscalia General de Cuentas como un Órgano independiente en lo funcional, administrativo y presupuestario, coadyuvante con el Tribunal de Cuentas.

Atribuciones de los Magistrados y Jueces del Órgano Judicial del Ramo de los Penal 
Juzgan la responsabilidad penal de cualquier persona Natural que haya infringido la norma sustantiva penal configuradora de delitos, ya sea por acción u omisión. El hecho punible puede ser investigado por el Ministerio Público, mediante denuncia de cualquier persona, iniciarlo de oficio o por querella interpuesta por persona legitimada para ello. La imposición de una sanción por el Tribunal de Cuentas con lleva a poner fuera del comercio los Bienes inmuebles de propiedad del que resulte declarado patrimonialmente responsable, y la declinatoria de los bienes a la Autoridad de Nacional de Ingresos Públicos (ANIP).   

En cambio la imposición de una sanción penal como consecuencia de una acción típica antijurídica y culpable corresponde exclusivamente a los Tribunales competentes, mediante proceso legal previo, efectuado según los formalidades constitucionales y legales vigentes.
 GRAFICO ILUSTRATIVO DEL PROCESO DE CUENTAS EN PANAMÁ
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Análisis del Reglamento interno del Tribunal de Cuentas 
El Tribunal de Cuentas, a través del Reglamento Interno establece como objetivo principal   contemplado en el artículo 5 el de facilitar una administración coherente y eficiente del recursos  humano, a través del conjunto de prácticas y normas aplicables a todos los servidores de la Institución.

La administración que consiste en la Planificación, Organización, Dirección y Control tanto de los recursos materiales, como de los Recursos Humanos , o el Capital Intelectual, a la cual se les asignan recursos , materiales, que bien distribuidos y administrados, deben dar buenos resultados, con la finalidad de llevar el producto de excelencia., porque nuestra Misión  es la de Juzgar las cuentas de los agentes y los empleados de manejo, cuando surjan reparos por razón de actos irregulares y como tal, tenemos la moral de ser Transparente en nuestro labor.

El Reglamento Interno del Tribunal de Cuentas, fue aprobado mediante Acuerdo N°75 de 2009 (de 12 de agosto de 2009).  Su ejecución empezó a partir de noviembre del 2009, es decir tenemos un año de estar rigiéndonos por el reglamento interno.

El Reglamento Interno consta de 17 capítulos, entre los cuales les menciono algunos tales como:   El capítulo Uno que consta de la  Misión, Visión, Objetivos.

El capítulo III desarrolla el cómo está organizado nuestra Institución, el capítulo IV habla sobre la administración de personal tales como el Reclutamiento, la Selección, Los Incentivos, Las Capacitaciones, la Evaluación del Desempeño del Cargo.

Dentro de la Disciplina de toda organización el capítulo V señala  la Asistencia y la Puntualidad, cuando es Ausencia justificada, o ausencia injustificada, tardanzas, permisos, otros.
El capítulo VIII señala los Deberes y los Derechos de todos los servidores públicos de la Institución, en la cual están enmarcados diecinueve deberes, y veintes  derechos.

A continuación el Reglamento Interno como desarrolla  en el Capítulo I    la Misión, su  Visión, y  los Objetivos del Tribunal de Cuentas.

Artículo  1. Misión: El Tribunal de Cuentas es un organismo constitucional y legal con jurisdicción y competencia a nivel nacional, para juzgar las cuentas de los agentes y los empleados de manejo, cuando surjan reparos por razón de actos irregulares.

Artículo 2. Visión: El Tribunal de Cuentas es un ente jurisdiccional que garantizará el cumplimiento de la constitución política de la República de Panamá y de la ley en la tarea de juzgar los actos irregulares de los empleados y agentes de manejo que afecten el patrimonio  público.

Artículo 4.  Objetivos:   Los objetivos del Tribunal de Cuentas  son:

1. Decidir mediante el procedimiento establecido en la Ley los procesos de responsabilidad patrimonial.
2. Dictar las medidas cautelares y realizar los inventarios, los avalúos y los registros de los bienes cautelados y la conservación y el mantenimiento de dichos bienes.

3. Formular y poner en práctica las políticas y los procedimientos administrativos para asegurar el cumplimiento de los objetivos y las metas del Tribunal de Cuentas.

4. Adoptar políticas y diseñar estrategias para el mejoramiento continuo del desempeño del Tribunal de Cuentas y de los funcionarios a través de cursos, pasantías, seminarios, congresos y otras formas de capacitación con la cooperación de entidades u organismos nacionales o internacionales.

El Capítulo III establece Cómo funciona el Tribunal de Cuentas,  y cómo está organizado a través de su Estructura Organizativa.

A continuación los siguientes artículos referentes a la Estructura organizativa:

El artículo 7.  Estructura Organizativa: Para el logo de sus fines y objetivos el tribunal de Cuentas, tiene su estructura organizativa y funcional debidamente descrita en el organigrama aprobada por la Sala de Acuerdo y el Ministerio de Economía y Finanzas. (Ver anexo).

Artículo 9. Autoridad Nominadora: Los magistrados, en su condición de autoridad nominadora, tendrán a su cargo la  misión de supervisar el cumplimiento de este reglamento en todas las unidades y direcciones y las que se creen el futuro de acuerdo a las necesidades del servicio.

Artículo 10. Secretaría General: El Tribunal de Cuentas tendrá un Secretario (a) General y un subsecretario(a) General, quienes refrendarán con su firma todas las actuaciones jurisdiccionales de la >Institución, será órgano receptor de toda la correspondencia que reciba el Tribunal de Cuentas, cuyas demás funciones se recogerán ene l manual de funciones y en la Ley.

Artículo 11. Secretaría Administrativa: El tribunal de Cuentas tendrá un secretario (a) Administrativo (a) que tendrá a su cargo la Dirección y supervisión de las actuaciones administrativa del Tribunal de Cuentas y darle seguimiento a las actividades administrativas,

Artículo 12. Direcciones: Al frente de cada unidad de mando superior estará un director (a) quién velará por el estricto cumplimiento de las labores de sus subalternos dentro de un marco de eficiencia y disciplina

El capítulo IV contempla  la Administración del Personal, mencionaremos algunos artículos tales como:

Artículo 21. Proceso de Inducción: Señala que  el servidor público del Tribunal de Cuentas, una vez haya tomado posesión del cargo en la  Dirección de Recursos Humanos, será objeto  del proceso de inducción; a fin de familiarizarse con la misión, Visión, acción, estructura organizacional, funcionamiento, reglamento  interno y otros aspectos generales de la Institución.

Artículo 25. Sistema de Evaluación del Desempeño: El sistema de evaluación del desempeño del cargo es el conjunto de normas y procedimientos tendientes a establecer, medir, calificar el nivel de eficiencia del servidor público y su conducta laboral.

Actualmente mediante acuerdo N°178-2010 de 16 de julio de 2010 fue aprobado  los formularios de Evaluación del Desempeño de Cargos, y estamos en la etapa de información a todo el personal de la Institución.

Artículo 28. Capacitación: establece que el Tribunal de Cuentas brindará oportunidades de Formación y Desarrollo a través de la  Capacitación Nacional e internacional a los servidores públicos conforme a las necesidades detectadas por el  departamento de Formación y Capacitación Judicial en coordinación con los jefes de departamentos.

Al respecto es importante señalar que este es uno de los objetivos del Tribunal de Cuentas, el de que todo su personal  se esté actualizando  tanto en su formación, capacitación, y técnicas que brinden respuestas de eficiencias a las actividades que desarrollan.

Mencionaremos algunos de los cursos y seminarios en las que han participado nuestros servidores públicos tales como: tratamiento contable de los activos y pasivos corrientes conforme a las Normas de contabilidad gubernamental, ofrecido por la Contraloría General de la República, Procedimientos Administrativo. 
Ofrecido  por la Procuraduría de la Administración, Microsoft Excell ofrecido por New Horizons, Introducción crítica al Derecho Contemporáneo  ofrecido por la Procuraduría de la Administración, donde han participado tanto personal administrativo como personal del área judicial.

Toda organización requiere llevar una disciplina laboral, es por esto que en el Capítulo V contempla todo lo referente a la Asistencia, Puntualidad, Tardanzas Justificadas, Tardanzas Injustificadas, los Permisos , otros,  veremos a continuación algunos artículos que  donde establecen estos  factores importantes.

Artículo 33. Horario de trabajo: Los servidores públicos del Tribunal de Cuentas, deberán trabajar no menos de cuarenta (40) horas semanales, sobre la base de cinco días laborables.

El horario de atención al público es de 8 a.m. a 12 m.d. y de 2 p.m. a 5 p.m.

Artículo 37. Tardanzas: se entiende por tardanzas la llegada del servidor público al puesto de trabajo después de la hora establecida en la jornada laboral así:

El tiempo no trabajado por tardanzas injustificadas, será descontado del salario que devenga el servidor público del tribunal de Cuentas.

Las tardanzas injustificadas se computaran cada mes calendario y serán sancionados de acuerdo  al cuadro de sanciones.

Artículo 38. Señala  cuando son tardanzas justificadas:  se consideran tardanzas justificadas aquellas debidas a hechos que a juicio del jefe o la Autoridad Nominadora puedan afectar en forma general a todos los funcionarios tales como:

Paralización del transporte, cierre de calles, fuertes  lluvias o algún suceso  extraordinario similar.

Artículo 41. También contempla el Abandono del puesto de Trabajo anterior a la hora establecida de finalización de labores y dice.: El servidor  público del Tribunal de Cuentas que abandone su puesto de trabajo con anterioridad a la hora establecida de finalización de labores, sin la autorización previa del jefe inmediato, incurrirá en acto de indisciplina y será sancionado con un día de suspensión sin derecho a sueldo.

Artículo 43.  Específica sobre tiempo utilizado para atender asuntos personales: 
Los jefes de despacho deberán procurar que la concesión de permisos altere lo menos posible, el funcionamiento normal de la dependencia donde el funcionario preste sus servicios.  Los permisos deben solicitarse a través de los formularios correspondientes aprobados previamente para tal fin por el jefe inmediato.

Los permisos que pasan de más de una (1) hora deberán compensarse en la siguiente semana laboral.

En cuanto a los permisos por servicios médicos el artículo 45 establece que el tiempo utilizado en servicios médicos: cuando el servidor público del Tribunal de 
Cuentas solicite permio para acudir a exámenes médicos, laboratorios, o tratamientos, se debe presentar inmediatamente al reincorporarse a sus labores la constancia médica.  El tiempo utilizado será descontado de los treinta (30) días a que tiene derecho el servidor por enfermedad.

Es importante la asistencia laboral porque así mismo se ve la productividad, el artículo 46 define el concepto de Ausencias: se considera ausencia la falta de un día completo de trabajo y media ausencia la falta a la mitad de una jornada de trabajo.  El servidor público que se ausente debe informar indicando el motivo de la ausencia, al superior inmediato a más tardar dos (2) horas después de la hora establecida para el inicio de labores.  De existir impedimento justificable para tal comunicación   el servidor público a su regreso a la oficina debe presentar excusa ante el superior inmediato de lo contrario se le considerará la ausencia como injustificada.

Artículo 48.  Considera las Ausencias Injustificadas y explica: Se considera ausencia injustificada cuando el servidor público no acude a trabajar y no presenta ningún motivo que justifique  su ausencia.  La misma será descontada de su salario, sin perjuicio de otras sanciones. Es decir se le descuenta y se le  sanciona  por ejemplo cuando es por primera vez  se aplica  la suspensión del cargo por dos (2) días laborables, y así sucesivamente va aumentando si es reincidente.  Al funcionario se le notifica y  podrá presentar reclamo dentro de los cinco días hábiles posteriores a la fecha de la notificación.
En el Capítulo VI trata sobre  las diferentes Licencias a que tienen derecho los funcionarios y sus requisitos para  acogerse  a las mismas,  entres las licencias que mencionaremos  están las siguientes:

Artículo 51. Licencias: es el derecho que tiene todo funcionario a ausentarse justificadamente del trabajo con conocimiento del jefe de despacho donde labora, manteniendo el cargo y con previa autorización de la Autoridad Nominadora.

Artículo 53. Establece las Licencias con Sueldo y la define como: la licencia con sueldo es el derecho que tiene todo servidor público de ausentarse de su cargo, por las razones señaladas en las disposiciones legales vigentes y el reglamento interno, recibiendo la remuneración correspondiente.

Artículo 54. Señala la Licencias Sin Sueldo: es el derecho que tiene todo funcionario de ausentarse de su puesto con previa autorización, pero sin recibir remuneración alguna.

Artículo 56. Contempla la Licencia por Enfermedad Común o Profesional: se le concede al funcionario para ausentarse del trabajo hasta por Treinta (30) días al año con derecho a sueldo, por enfermedades debidamente comprobada con certificado médico.

Artículo 57. sustenta la Licencia por Gravidez:  Es el derecho que tiene toda servidora pública en estado de embarazo, a un descanso forzoso remunerado con su salario habitual, por  noventa y ocho días, distribuidos en seis semanas antes del parto y ocho semanas después del parto.

Artículo 58. Contempla la Licencia por Matrimonio: Es el derecho que tiene todo funcionario a cinco (5) días hábiles de asueto con derecho a sueldo, cuando contraiga nupcias.  Deberá  presentar el documento comprobatorio respectivo.

Artículo 59. La Licencia por Estudios establece: Es el derecho que la Institución concede a sus funcionarios para ausentarse del trabajo con sueldo, a fin de llevar a cabo estudios relativos a sus funciones, de conformidad con lo que establezca la Ley y deberá  ser aprobada por la Sala de Acuerdo del Tribunal de Cuentas.

El Capítulo VIII enmarca los Deberes, Derechos y Prohibiciones del servidor público del Tribunal de Cuentas, la cual mencionaremos algunos:

Artículo 72. Los Deberes del servidor público, lo cual mencionaremos algunos tales como:

1. Respetar y cumplir la Constitución, el reglamento interno y las demás disposiciones de trabajo.

2. Concurrir puntualmente al trabajo y dedicar la totalidad del tiempo reglamentario al desempeño de las  funciones que les han sido asignadas.

3. Desempeñar el trabajo convenido con la intensidad, honradez, y responsabilidad, eficiencia que sean compatibles con sus aptitudes, preparación y destrezas en el tiempo y lugar estipulado.

4. Respetar y acatar las órdenes e instrucciones que le impartan sus superiores jerárquicos, siempre y cuando éstos no contradigan los procedimientos establecidos y aprobados previamente y  no atenten contra su honra y dignidad.

5. Observar dignidad en el desempeño de su cargo y una conducta en su vida privada, que no ofenda el orden y la moral pública; y menoscabe el prestigio del Tribunal de Cuentas.

6. Observar respeto, tacto y cortesía con sus compañeros de trabajo y en sus relaciones de servicio con el público.

7. Guardar la reserva  y confidencialidad que requieren los asuntos relacionados con la naturaleza del trabajo que desempeña, así como de los asuntos administrativos reservados cuya divulgación pueda causar perjuicio a la institución.

8. Vigilar y salvaguardar los intereses del Estado y del tribunal de Cuentas.

Artículo 73.  Están establecidos los  Derechos.    A continuación mencionaremos algunos:

1. Recibir trato justo y respeto a su dignidad y a sus derechos.
2. Ser informado  e instruido por la Dirección de recursos humanos sobre la Misión, Visión, Objetivos, estructura organizacional, los deberes y sus derechos.

3. Obtener los beneficios de la seguridad social.
4. Trabajar en un ambiente seguro e higiénico.
5. Gozar de vacaciones remuneradas.
6. Ser informados previamente de todas aquellas medidas o decisiones que afecten sus derechos como servidor público.

7. Gozar de estabilidad en el ejercicio del cargo, mientras realice el trabajo de acuerdo con la ley, siempre y cuando no incurra en los causales de destitución que señala este reglamento interno.

Artículo 74. Señala las Prohibiciones: a continuación mencionaremos algunas:

1. Desobedecer las órdenes e instrucciones o normas que emite el superior jerárquico sin justa causa con relación al ejercicio del cargo o a la naturaleza de la función que desempeña.

2. Actuar con negligencia o morosidad en el cumplimiento de sus deberes oficiales.

3. Tratar con irrespeto y descortesía a los compañeros de trabajo, abogados y al público que acude en busca de justicia.

4. Realizar actividades ajenas al ejercicio de las funciones del cargo, durante el horario de trabajo establecido.

5. Recibir regalos de los investigados, abogados o de quienes  interés en el resultado del proceso de cuentas.|

El capítulo IX trata sobre el régimen disciplinario.

Artículo 76. Medidas disciplinarias señala que por orden de gravedad de la infracción son:

1. Amonestación verbal

2. Amonestación Escrita

3. Suspensión temporal sin goce de sueldo

4. Destitución del cargo

En cada fase  los artículos 77, 78, 79, 80, señalan las causales.

Los artículos 81, 82 establecen los procedimientos para la aplicación de las sanciones disciplinarias.  Los artículos 83, 84, 85 definen cuando se inicia el proceso, cómo se debe dar la separación provisional hasta el periodo de investigación.  Los artículos 86, 87, 88, 89 contemplan desde el informe sobre la investigación,  de los recursos, la reincorporación del servidor público al cargo, o la aplicación de sanciones.

El capítulo X establece en sus artículos 90, 91, 92, 93, 94, cómo se da el cese de funciones que puede ser por:
1. Desvinculación en periodo de prueba

2. Por Renuncia

3. Abandono del Cargo
4. Por Destitución

5. Retiro por vejez.

En el capítulo XI se contempla el trabajo y el tiempo extraordinario:

Desde el artículo 95 hasta el artículo 109 establecen que es un trabajo ordinario, la autorización para realizar los trabajos extraordinarios, la supervisión en tiempo extraordinario y la compensación del tiempo extraordinario.  También trata sobre los gastos en conceptos de alimentación, gastos en concepto de transporte, sobre la presentación de informes y la presentación de informe anual de gestión por parte de los jefes.

En el capítulo XII está contemplado el tema de Transporte y viáticos sustentado desde el artículo 110 hasta el artículo 121, donde se especifica sobre el uso adecuado del Transporte y el derecho a viáticos.

El capítulo XIII, a través de los artículos 122 hasta el artículo 124 habla sobre la Confidencialidad y dice: Serán considerados confidenciales los informes que reposen en los archivos, los resultados de las actividades y demás documentales similares hasta tanto su divulgación sean autorizados por la Sala de Acuerdo.

Serán considerados  reservados los procesos que adelantan el Tribunal de Cuentas y la Investigación que realiza el Fiscal de Cuentas a la cual sólo tendrán acceso a esta información las personas autorizadas por la Ley.

El servidor público que divulgare un dato considerado confidencial o reservado será destituido de su cargo, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda.

En el capítulo XIV, desde sus artículos 125 al 127, desarrolla sobre el uso de papelería oficial u el uso del teléfono.

El capítulo XV establecen disposiciones generales como el cuidado del equipo y mobiliario, el uso del carné de identificación, el horario para la utilización del comedor.

En el capítulo XVI en su artículo 132, especifica sobre la Denominación de la Carrera y de las acciones de recursos humanos.

Y el capítulo XVII que habla sobre las disposiciones finales contempladas en los artículos 135 al 138.

 Breve glosario de términos jurídicos aplicados en la Ley 67 de 14 de noviembre de 2008 y su modificación mediante Ley 81 de 22 de octubre de 2013
RECIBIR:   

PERCIBIR. ADMITIR, ACEPTAR, APROBAR UNA COSA. 
RECAUDAR: 
COBRAR O PERCIBIR DINERO. 

MANEJAR: 
GOBERNAR, CONDUCIR CON HABILIDAD UN NEGOCIO O  ACTIVIDAD HACIA  EL OBJETIVO PROPUESTO.

ADMINISTRAR: 
ORGANIZAR O DIRIGIR UNA INSTITUCIÓN, MANEJAR       UN CONJUNTO DE BIENES PÚBLICOS O PRIVADOS.

INVERTIR: 
EMPLEAR CIERTA CANTIDAD DE DINERO EN ALGÚN NEGOCIO PARA TENER GANANCIAS: INVERTIR EN MAQUINARIA, INVERTIR EN UNA CASA. OCUPAR, TIEMPO, FUERZA, INTELIGENCIA, ETC EN ALGO PARA OBTENER ALGÚN RESULTADO.
CUSTODIAR:
CONSERVAR, DEFENDER, GUARDAR, PRESERVAR, SALVAGUARDAR, VIGILAR, PROTEGER. 
CUIDAR:
ATENDER, PROTEGER O VIGILAR ALGO O ALGUIEN. PONER ATENCIÓN O INTERÉS EN LA REALIZACIÓN DE ALGO.

CONTROLAR:
FISCALIZAR, INSPECCIONAR, EXAMINAR. 

APROBAR:
ACEPTAR Y DAR POR BUENA ALGUNA COSA  O ESTAR DE  ACUERDO CON ELLA. 
AUTORIZAR:
DAR A ALGUIEN AUTORIDAD O FACULTAD PARA HACER ALGUNA COSA. DAR FE EL ESCRIBANO O NOTARIO EN UN DOCUMENTO. CONFIRMAR COMPROBAR UNA COSA CON AUTORIDAD, TEXTO O SENTENCIA DE ALGÚN AUTOR.

PAGAR:
DAR UNO A OTRO, SATISFACER, LO QUE LE DEBE. SATISFACER UNA DEUDA EN DINERO. 

FISCALIZAR:
CONTROLAR,  VERIFICAR.
Conclusión y recomendaciones
Hemos concluido sobre la importancia de  que la Jurisdicción de Cuentas se rija por  Leyes, Normas y desarrolladas  por un Reglamento Interno para  lograr las metas , los objetivos y brindar una Justicia a los ciudadanos expedita, oportuna, rápida y eficaz, con criterios en las sentencias o resoluciones finales de Cargo y Descargos  bajo los principios del Debido Proceso, Imparcialidad, Objetividad, Transparencia y Justicia de acuerdo a la verdad material que surja de la convicción y certeza del periodo probatorio extenso al cual tienen derecho las partes para demostrar su inocencia ante un Tribunal que se rige por una Ley especial, Ley 67 de 14 de noviembre de 2008.

Esta Jurisdicción Especial está comprometida a resarcimiento de las perdidas económicas que haya menoscabado el patrimonio del Estado. Se cuenta con un presupuesto propio con autonomía funcional y con Recursos humanos que se le exige trabajar de acuerdo al Reglamento Interno con profesionalismo, disciplina,  compromiso con la finalidad del  Tribunal de Cuentas.

La Jurisdicción de Cuentas desde un punto de vista prevención general esta disuasivo ya que contribuye a brindar a los servidores públicos conductas en el ejercicio de sus funciones con transparencia, Equidad, y probidad,   tanto  en sus instituciones como en la atención al público.  Mejorando una Gestión Pública basada en resultados, que traerá beneficios a las arcas del Estado en beneficio de toda  la población de nuestro país.

La Jurisdicción de Cuentas a cinco (5) años de su creación ha podido cumplir con la finalidad del artículo 281 de la Constitución Política de la Republica de Panamá, al contar con una Fiscalia General de Cuentas que investiga independiente en Jerarquía de la Contraloria General de la Republica, como lo fue la extinta Dirección de Responsabilidad Patrimonial (DRP).  

El Tribunal de Cuentas es un mecanismo transparente que cuenta la Gestión Pública para el Juzgamiento de la Responsabilidad Patrimonial de los empleado y Agentes de manejo, el hecho de contar con un proceso que experimenta tres (3) etapas a saber, Fase de investigación, Fase Intermedia y Fase Plenaria, permiten a los procesados declararlos patrimonialmente responsables en los grados de Directos, principales, solidarios y subsidiarios según corresponda su grado de participación en el hecho irregular calificado como dañoso al patrimonio económico al Estado.  Sin embargo se hace necesario contar con Juzgados de ejecución que de manera autónoma hagan realidad la recuperación de los activos y fondos del Estado, por ello recomendamos, que mediante una reforma legal pueda darse la facultad y competencia a la Jurisdicción de Cuentas de ejecutar sus propios fallos finales y definitivos lo que permitirá de manera más eficaz cumplir con una función de resarcimiento de los montos declarados como lesión patrimonial e ingresarlos al Ministerio de Economía y Finanzas de manera liquida luego del pago integro de las partes por medio de la venta pública de los bienes que fueron cautelados a lo largo de un determinado Proceso de Cuentas.  Solo así se podrá aplicar por el Tribunal de Cuentas una sanción que recaiga no solo sobe la persona declarada responsable, sino que al mismo tiempo se produce la reversión de los caudales malversados al patrimonio del declarado responsable en la Jurisdicción de Cuentas. 
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Constitución de La República de Panamá 

Código Administrativo de la República de Panamá

Código Fiscal de la República de Panamá

Ley 67 de 14 de noviembre de 2008

Ley 81 de 22 de octubre de 2013, Que modifica la Ley 67 de 2008, que desarrolla la Jurisdicción de Cuentas,  dicta otra disposición.
Ley 24 de 8 de abril de 2013, que crea la Autoridad Nacional de Ingresos Públicos.
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ACUERDOS  EMITIDOS POR EL PLENO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
Sala de Acuerdo N° 75 DE 2009 (DE 12 AGOSTO DE 2009), por el cual se  adopta EL REGLAMENTO INTERNO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS
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